Comisión de Presupuestos, Versión Taquigráfica que forma 
integrada con la de Hacienda parte del Acta N* 37 


ACTA N” 37 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2015 


Correspondiente a la Sesión del día 13 de julio de 2016 
(Asisten autoridades del Ministerio del Interior) 
SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Groba).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 19) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación del 
Ministerio del Interior, integrada por el señor ministro del Interior, Eduardo Bonomi; por el subsecretario, 
licenciado Jorge Vázquez; por el director general de Secretaría, doctor Charles Carrera; por el director de la 
Policía Nacional, comisario Mario Layela; por el subdirector de la Policía Nacional, comisario general Hugo 
de León; por el director de Planificación y Estrategia Policial, comisario general Julio del Río; por la gerente 
del Área de Gestión y Seguimiento Presupuestal, contadora Gabriela Valverde; por la gerente del Área 
Logística, contadora Shirley de Armas; por la adjunta al director General de Secretaría, contadora Daiana 
González; por el adjunto al director de Secretaría, doctor Carlos Martínez; por el subdirector general de 
Secretaria, comisario general José Sesser, y por el gerente financiero, comisario general contador Darío 
Astor. 


Esta Comisión está recibiendo insumos de parte de todos los ministerios, a los efectos de analizar la rendición 
de cuentas 2015 


En el día de hoy nos abocaremos al estudio del Inciso 04, que comprende los artículos 26 al 37, inclusive. 


Les cedemos el uso de la palabra. 
SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Nosotros vamos a dividir la presentación. 


En primer lugar, me voy a referir a la rendición de cuentas con respecto a lo actuado el año pasado y, en 
segundo término, el director general de Secretaría, doctor Charles Carrera hará la presentación del articulado 
puntual. 


Con respecto a lo que hemos hecho, tenemos varios capítulos. Uno refiere a lo institucionalidad, a los 
rediseños y a las creaciones. 


Nosotros trabajamos en la implementación de la nueva Ley Orgánica Policial, que brinda una nueva 
concepción doctrinaria, basada en la seguridad de las personas, y que tiene nuevos cometidos. Se trata de una 
estructura organizativa nueva, y de un nuevo régimen disciplinario. A partir de que entró en vigencia se han 
elaborado más de veinte decretos reglamentarios. 


Asimismo, consolidamos el nuevo diseño organizacional y funcional de las Jefaturas de Policía de 
Montevideo, de Canelones y de San José. Las restantes jefaturas han acompañado este proceso a lo largo del 
año, culminando con una Policía Nacional que incorpora una nueva concepción del servicio público, 
profesionalizando los distintos roles y fortaleciendo el acercamiento al público. 


Por otra parte, se ha creado la Unidad Aérea de la Policía Nacional, que tiene como cometido la vigilancia, 
además de la observación y el apoyo a las diferentes unidades policiales del Ministerio del Interior. 


Se adquirió un helicóptero policial Robinson 44 Raven II, dos helicópteros R44-2 y una aeronave cessna 
C182 Q. 


La aeronave ya ha hecho más de cien misiones y los helicópteros están en el país armados con el visto bueno 
de la Dinacia. Se están entrenando los pilotos, los policías, y empezarán a funcionar a fin de este año. 


Se crearon múltiples comisiones de estudio para la elaboración de protocolos de actuación, integrando al 
Ministerio del Interior con el ministerio público y fiscal, atendiendo a la entrada en vigencia del nuevo 
Código del Proceso Penal, previsto para el 16 de julio de 2017. 


Se invirtió en tecnología de la información, en comunicaciones y en equipamiento policial, así como en la 
mejora del sistema de comunicación Tetra, a fin de ampliarlo en la zona metropolitana de Montevideo, 
Canelones y San José. Este año llegaremos a Maldonado, Colonia y Rocha. 


Se implantó un nuevo sistema utilizado para la atención y despacho de las emergencias para la Jefatura de 
Policía de Maldonado, San José, Colonia y Rocha. 


Se inauguraron sistemas de videovigilancia en Durazno, Tacuarembó, Paysandú, Lavalleja y Pando. 
Asimismo, se amplió el sistema existente en San José. 


Se implementó con POS2000 el botón de seguridad para los comercios adheridos en el marco de la Ley de 
Inclusión Financiera. Además, se instaló el sistema RAM biométrico en el aeropuerto de Laguna del Sauce. 
El mismo es similar al existente en la inspectoría del aeropuerto internacional de Carrasco, contando con 
lectores de huellas dactilares, escaneado UV e infrarrojo del documento de viaje y verificación con base de 
datos, lo cual es llevado adelante por la concesionaria Puerta del Sur SA. 


También se implementó el sistema integral de seguridad y control aeroportuario y solución AFIS, lo que 
permitirá contar de manera anticipada al arribo de las personas con toda la información que se cuenta de las 
mismas al realizar el check in, inclusive, desde la propia reserva. Ello permite cumplir con las normas de la 
organización de la aviación civil internacional, OACI, para estar a la altura de las exigencias internacionales. 


Se incorporó un microscopio comparador balística Leica para la Policía Científica, que permite cotejar en 
percusiones de culotes de vainas y comparar con proyectiles. Asimismo, contamos con un sistema 
identificador de balística evofinder, con cuatro estaciones de trabajo, para realizar comparaciones entre 
vainas percutidas y proyectiles dubitados. Además, un espectrofotómetro de absorción atómica Perkin Elmer, 
Pin AACIe 900T, que permite establecer la presencia de residuos de disparos de armas de fuego. 


Se adquirieron ocho mil pistolas glock como arma de reglamento de la Policía Uruguay, cubriendo la 
necesidad de armamento balístico para todo el personal ejecutivo. 


El sistema de gestión carcelaria se encuentra en funcionamiento en las Unidades N* 3, ex Penal de Libertad; 
en la N* 5, ex Cárcel de Mujeres; en la Unidad de Ingreso, ex Cárcel Central; en la N* 4, ex Santiago 
Vázquez, y en la N” 7, ex Cárcel de Canelones. 


De esta manera, aproximadamente el 70% de la población privada de libertad estará ingresada en el sistema. 
Dicho sistema gestiona toda la información relativa a dichas personas, incluyendo todo el historial de tránsito 
y progresividad durante la situación de privación y posterior liberación. 


Se ha puesto en funcionamiento el sistema de prisión domiciliaria con tobilleras electrónicas, ofreciendo una 
herramienta para el control de las medidas dispuestas por los magistrados; la emisión del nuevo pasaporte 
electrónico que contiene un chip inalámbrico según los requisitos ICAO, siendo un requerimiento para ser 
incluido como país con exención de visa en los Estados Unidos. 


Además, se comenzó a expedir el nuevo documento de identidad electrónico que contiene dos chip, uno con 
datos biométricos y otro, con la firma digital, requisito imprescindible a los efectos de desarrollar el gobierno 
electrónico. 


Por otra parte, se creó el Registro Informático de Huéspedes y Pasajeros en el ámbito de la Dirección General 
de Lucha contra el Crimen Organizado e Interpol. 


En lo que tiene que ver con la gestión y desarrollo humano, para el ministerio el desarrollo del personal 
continúa siendo una de las prioridades. En 2015 ingresaron al Ministerio del Interior mil doscientos cincuenta 
nuevos policías. 


En cuanto a la ejecución de planes de capacitación de personal de las diferentes jefaturas de policía 
departamentales y direcciones nacionales y generales, se realizaron altas coordinaciones con organizaciones 
internacionales para la obtención de cursos de capacitación en diferentes temas, tanto en el país como en el 
exterior, enriqueciendo el acervo profesional de los participantes. 


Se aprobó el nuevo modelo del plan de estudios para los tres niveles de formación y capacitación, de manera 
que sean adaptables a las necesidades en materia de seguridad pública; un nuevo modelo de enseñanza y 
aprendizaje por competencia, por el que el personal policial obtenga la formación y capacitación necesarias. 
A través de un sistema modular se construye una estructura integrativa y multidisciplinaria de actividades de 
aprendizaje en un lapso de tiempo flexible, para que permita alcanzar los objetivos educacionales de 
capacidades, destrezas y aptitudes a fin de que el alumno desempeñe una función profesional. 


En cuanto a los cometidos sustantivos, desde la anterior administración el país ingresó en una fase de meseta 
enlenteciéndose el ritmo de crecimiento de las rapiñas y hurtos, delitos que más preocupan a la población. 
Las medidas operativas de ataque a puntos calientes y el despliegue territorial basado en una reestructura de 
la Jefatura de Policía de Montevideo, sede del mayor registro delictivo del país, han ejercido un efectivo 
control, pero aún resta de ser el ideal. Los cambios producidos junto a la incorporación de las nuevas 
tecnologías, han generado una modificación en el comportamiento criminal. La disminución de los tiempos 
de respuesta de la emergencia policial sumado a ese despliegue territorial propiciado por la reestructura de las 
zonas operacionales, ha llevado a que la delincuencia incurra en acciones rápidas y de menor cuantía, 
cuestión que obliga a incrementar las medidas para satisfacer sus demandas. Asimismo, esa mayor exposición 
los hace más vulnerables y al ser cada vez más efectiva la acción policial, las cifras de procesamiento son 
récord. 


Se implementó un plan de control de armas y de motos, poniéndose en marcha la Operación Aruera en todas 
las jefaturas de policía, en la Guardia Republicana y en la Dirección Nacional de Policía de Tránsito. En 
nueve meses se incautaron más de ocho mil motos con irregularidades o falta de documentación. 


A su vez, la Guardia Republicana brinda apoyo a la Jefatura de Policía de Montevideo con varios patrullajes 
en distintas zonas operacionales a fin de responder a situaciones delictivas. 


En lo que tiene que ver con las drogas, se decidió atacar fuertemente al microtráfico de modo de mitigar las 
rapiñas y los problemas de violencia y convivencia. Se llega a diciembre combatiendo más de ochocientas 
bocas de venta de drogas. 


Y les voy a detallar los resultados de las actuaciones. En el caso de operaciones realizadas en tráfico 
internacional, fueron dieciocho; para el tráfico nacional mayor, quince. En cuando al microtráfico nacional - 
no hay brigada nacional-, se desarticuló un grupo en tráfico internacional y dos en tráfico nacional. 


A nivel nacional, la Brigada Nacional Antidrogas desarticuló trescientas diecisiete bocas de tráfico y en 
cuanto al microtráfico nacional, la Brigada Departamental Antidrogas, desarticuló quinientas cuarenta y ocho 
bocas. 


En cuanto a personas procesadas, por tráfico internacional fueron veintiuna y por tráfico nacional mayor, 
setenta y cuatro. Asimismo, por microtráfico nacional con la actuación de la Brigada Nacional Antidrogas, se 
procesaron a ciento diez personas y por microtráfico nacional mediante actuación de la Brigada 
Departamental Antidrogas, se procesaron a mil veintiséis. 


Por otro lado, en el tráfico internacional, se incautaron 104 kilos de cocaína, y por el nacional mayor, 998 
kilos. La Brigada Nacional Antidrogas, incautó en el microtráfico nacional, 3,5 kilos y microtráfico nacional, 
la Brigada Departamental Antidrogas, 26 kilos. 


En cuanto a pasta base, por tráfico nacional mayor, se incautaron 51 kilos y por microtráfico la Brigada 
Nacional Antidrogas, incautó 3,8 kilos y por micro tráfico nacional, la Brigada Departamental Antidrogas, 9 
kilos. 


La marihuana incautada: en tráfico nacional mayor, 813 kilos; microtráfico nacional, Brigada Nacional 
Antidrogas, 18,5 kilos; microtráfico nacional, Brigada Departamental Antidrogas, 1.686 kilos. En el mercado 
interno se incautaron 2.518 kilos de marihuana. 


En el tráfico internacional, se incautaron 103 kilos de cocaína y en el mercado interno, 30 kilos. Asimismo, 
en el mercado interno se incautaron 63 kilos de pasta base, 97 kilos de LSD, 54.000 pastillas de éxtasis y 
cannabis sativa no llegó a un kilo. 


Se detuvo a dos mil trescientos cincuenta y cinco personas, se procesaron a mil doscientos treinta y una 
personas y se internaron a veintitrés. 


En cuanto a la violencia doméstica y género, nos enfocamos en la profesionalización de la atención a la 
víctima y victimario. Asimismo, se profundizan los procesos de mejora en cuanto a la trata y tráfico de 
personas y explotación sexual de niñas, niños y adolescentes. La Jefatura de Policía de Montevideo creó una 
unidad especializada en violencia de género por zona y la Dirección Departamental de Violencia Doméstica y 
de Género. 


El programa de monitoreo de las tobilleras está operativo en Montevideo, Canelones, San José y Maldonado, 
con éxito en todos los casos. En el correr de los meses pensamos extenderlo a seis departamentos más: 
Colonia, Florida, Durazno, Tacuarembó, Salto y Paysandú. En estos departamentos se están evaluando las 
condiciones del territorio para asegurar los aspectos operativos además de planificar la capacitación de 
personal. 


El Instituto Nacional de Rehabilitación marca un signo en la gestión institucional del sistema penitenciario en 
su conjunto. Con el pasaje de la Unidad N* 29 -en Florida- en el mes de octubre, se logró que todas las 
cárceles y centros penitenciarios del país se encuentren en el ámbito administrativo del Instituto Nacional de 
Rehabilitación, es decir que dependen del Ministerio del Interior y no de la Policía. 


Hoy, nos encontramos abocados a la construcción de un servicio descentralizado, como nos comprometimos 
en la Ley de Presupuesto. 


En cuanto a los programas sociales, Pelota al Medio a la Esperanza se consolida año tras año. Durante 2015, 
referentes del deporte uruguayo se sumaron como padrinos. Se trata de referentes positivos que acompañan al 
grupo de adolescentes que se forman a lo largo del año: el entrenador de la selección uruguaya de fútbol Sub- 
20, Fabián Coito, los atletas olímpicos Andrés Silva y Deborah Rodríguez y el basquetbolista Nicolás 
Mazzarino. Asimismo, se nombró a tres jóvenes promotores de convivencia, encargados de generar 
actividades deportivas y recreativas en las plazas de Casavalle, Tres Ombúes y Alba Roballo. 


La selección de Pelota al Medio a la Esperanza compitió en la categoría Sub-18 de la Liga Universitaria, 
logrando una excelente participación. La Liga los invitó a que participen en el campeonato que se está 
jugando ahora en tres categorías, no solo en una. 


Además, se disputó por segundo año consecutivo el Torneo Interliceal por la Competencia y el Juego Limpio. 
Más de ochocientos cincuenta estudiantes de educación secundaria demostraron, una vez más, que el deporte 
los mantiene dentro del sistema. 


En este punto, hay que recordar que la selección uruguaya de rugby, Los Teros, empezó a colaborar en las 
cárceles con jóvenes mediante el programa Pelota al Medio a la Esperanza. Ellos destacan que si bien el 
rugby está considerado un deporte bastante violento, se basa en el cumplimiento estricto de normas 
importantes para la posterior convivencia. Trabajaron unos treinta jóvenes. Esto ha ido creciendo cada vez 
más. Ahora, Los Teros plantean la posibilidad de trabajar con mil presos y vamos a aceptar la oferta. 


Además, de los deportistas que nombramos, hay varios referentes deportivos que colaboran esporádicamente 
con el programa. 


Esto es lo que se hará hasta fin de año. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Queremos iniciar nuestras palabras con un recuerdo al exdirector de 
la Policía Nacional, Julio Guarteche, recientemente fallecido. En nombre de los legisladores del Partido 
Nacional queremos dar nuestro más sentido pésame al señor ministro, a las autoridades aquí presentes 
y a toda la Policía. Fue un gran oficial de policía. Estando de acuerdo o no con él, uno no puede dejar 
de reconocer la profesionalidad y vocación de servicio que siempre tuvo en su accionar policial y la 
honestidad a carta cabal que adornó su persona. El año pasado, en estas mismas instancias, estaba 
acompañándonos, como lo hizo durante muchos años. La noticia de su fallecimiento nos ocasionó un 
profundo pesar. 


Me gustaría formular algunas preguntas. En cuanto al plan de inversiones que se realizó durante el año 2015, 
¿qué obras fueron iniciadas o concluidas en el inciso 04, especialmente en lo que tiene que ver con la 
construcción de nuevos edificios o con el mejoramiento de edificios en el territorio nacional? Me refiero a 
jefaturas, comisarías o dependencias de atención al público, cuya ejecución estaba prevista para el año 
pasado. 


Por otra parte, el señor ministro nos informó acerca del sistema de comunicación. Quisiera saber qué 
unidades se incorporaron. Si esto no se puede responder hoy, no tengo inconveniente en que nos haga llegar 
la información por escrito con relación a la cantidad de patrulleros y elementos de combate al delito que se 
haya incorporado el año pasado. A pesar de que está prevista la comparecencia del señor ministro a la 
Comisión Especial de Seguridad, acompañado por la Dirección Nacional de Bomberos, quisiera conocer si se 
han introducido mejoras en el material rodante con el que debe contar dicha Dirección para el combate a los 
incendios en nuestro país. 


Asimismo, el señor ministro nos relató que está prevista la puesta en funcionamiento de helicópteros para 
fines de este año. ¿Ha habido demora o no? ¿Por qué? Los helicópteros fueron comprados con una partida 
prevista en la última rendición de cuentas. En el presupuesto nacional se preveía una partida para la creación 
y contratación de personal. Sabemos que los helicópteros están en nuestro país desde hace más de un año. 
Queremos saber por qué se ha enlentecido tanto la puesta en funcionamiento de dicha unidad aérea, que está 
al servicio del combate contra la delincuencia. Parece ser que la unidad aérea incorporada ha hecho más de 
cien operaciones al servicio del Ministerio del Interior. 


Por otra parte, en el presupuesto del período pasado se previó una partida para la creación de una figura que 
en aquel momento nos sorprendió, pero nos parecía interesante concretar, aunque creo que nunca se logró. 
Queremos que el Ministerio nos confirme si esto es así o no. Me refiero al agregado policial en algunas 
embajadas en el exterior. En el presupuesto se había votado una partida para ello. Se hablaba de algunos 
destinos en los que sería interesante la presencia de oficiales de la Policía Nacional, pero nunca más supimos 
nada al respecto. 


En cuanto al plan de inversiones, queremos conocer en qué situación se encuentra la construcción de la cárcel 
que fue previsto realizar a través del sistema de participación público-privada. ¿En qué fase se encuentra? 


El señor ministro hizo una serie de referencias con relación a la droga incautada y la dividía en cuestiones de 
carácter internacional, nacional y departamental. Me llamó la atención las diferencias que se hacía en la 
requisa de las drogas. Nos gustaría que nos explicara cuáles son las instancias a las que se hacía referencia. 
Por ejemplo, dijo que hubo una requisa de 51 kilos de pasta base en el tráfico internacional, de 3.800 kilos en 
el tráfico nacional y de 9 kilos en el microtráfico departamental. ¿Por qué se mide de esta manera la requisa 
de la droga? 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Hago mías las oportunas palabras de recordación y condolencia del señor 
diputado Penadés con relación a la desaparición física del señor Guarteche. Con él siempre 
mantuvimos una cordial relación en lo personal y en lo institucional. Todos nosotros, sin excepción, 
siempre reconocimos en él a un gran profesional. 


Quisiera hacer algunas preguntas concretas, tomando como base las expresiones del señor ministro. Estamos 
analizando el ejercicio 2015. Por lo tanto, seré muy cuidadoso en no incursionar en aspectos que tienen que 


ver con las disposiciones de la Ley de Presupuesto, como corresponde reglamentariamente al tratamiento de 
la rendición de cuentas. 


Sin ánimo de reiterar lo que ya preguntó el señor diputado Penadés, quisiera agregar algún elemento con 
relación a los helicópteros. Según la información que trascendió, cada uno de estos tres helicópteros habría 
tenido un costo de US$ 1.000.000. Según se supo, estarían en un hangar, esperando la culminación de 
determinados trámites. De acuerdo con algunas fuentes -aquí están las autoridades para confirmarlo o 
desmentirlo-, la demora en los trámites tendría que ver con determinadas tramitaciones de la Fuerza Aérea. 


Tengo entendido que ya hay pilotos capacitados y que existen otros que están en vías de prepararse, lo que 
también ha tenido costos. En cuanto a la preparación de los recursos humanos, sería interesante saber qué 
costo representó. 


Independientemente de los resultados vinculados al combate al narcotráfico a los que se refirió el diputado 
Penadés, el ministro habló de la gestión de 2015, de la eficacia en la gestión policial, de los resultados del 
combate al delito, de su esclarecimiento y de las intervenciones judiciales que habrían desembocado en 
procesamiento, y dijo -al menos fue lo que se desprendió de sus palabras- que en ese aspecto se habrían 
registrado mejoras. Yo quisiera algún dato adicional respecto a eso. Según cifras del observatorio de 
criminalidad, en el año 2015, se habría producido un incremento de 5% en las rapiñas -si se quiere, es el 
delito con violencia por antonomasia- que se verificaron ese año, respecto al anterior. Recuerdo muy bien que 
el señor fiscal de Corte -inclusive, con posterioridad a la firma de algunos de esos protocolos a los que hacía 
referencia el señor ministro entre la Fiscalía General de la Nación y el Ministerio del Interior- hizo referencia 
a su preocupación por el bajo nivel de esclarecimiento de los delitos, tanto en lo que refiere a la intervención 
policial como a la intervención de la justicia en cuanto derivaban en procesamientos. Inclusive, habló de un 
porcentaje muy bajo de procesamientos: inferior al 10%. Me gustaría saber si el ministro se refiere a estos 
datos, o los que oímos recientemente con relación a la aplicación del nuevo programa, es decir, el que está 
vinculado con la actuación operativa intensiva -PADO- que se ha aplicado a partir de 2016. 


Me consta que el ministro ha celebrado los buenos resultados del último trimestre porque en ese período 
habrían bajado las rapiñas. Creo que tomar como referencia un solo trimestre en un resultado que puede ser 
anualizado parece, por lo menos, apresurado. Digo esto con absoluta honestidad, porque implica un análisis 
desestacionalizado de las cifras, y no sabemos si este comportamiento que se dio durante tres meses puede 
ser trasladable al resto del ejercicio. 


Asimismo, voy a hacer algunas consultas con respecto a un capítulo que el ministro abordó, que a todos nos 
preocupa y es parte esencial de la política de seguridad, porque tiene que ver con la política carcelaria. Me 
refiero a la situación del Instituto Nacional de Rehabilitación. El ministro ha dicho que se han venido dando 
pasos para cumplir con lo que acordamos todos los partidos políticos en la Ley de Presupuesto de 2010, es 
decir, transformar el órgano desconcentrado INR que tenemos hoy en un servicio descentralizado que 
modificaría -lo digo en condicional-, su vinculación con el Poder Ejecutivo. De acuerdo a lo que trascendió, y 
nos trasmitieron nuestros delegados en el ámbito de negociación de seguridad que se desarrolla en la 
Presidencia de la República, el Poder Ejecutivo aspira a que el INR se vincule con el Poder Ejecutivo a través 
del Ministerio de Educación y Cultura. Me consta que oportunamente se creó una comisión que ha trabajado 
en esto y que estaría trabajando -o ya lo habría hecho- en la elaboración de un cronograma de 
reestructuración del INR. Me gustaría saber en qué etapa se encuentra eso. ¿El Poder Ejecutivo ya definió su 
posición en cuanto a que ese sea el vínculo institucional? Eso ha sido motivo de polémica. Adelanto que mi 
partido político aún no tiene una definición con relación a este aspecto institucional, que no es menor. 


También vinculo esto con el articulado de esta rendición de cuentas correspondiente al ajuste presupuestal de 
la Dirección Nacional de Apoyo al Liberado, creada a partir del presupuesto que votamos el año pasado. ¿Se 
ha analizado el destino de la Dirección Nacional de Apoyo al Liberado, según lo que ocurra con el INR? Si el 
INR es reubicado, pasa a ser un organismo con autonomía, se independiza completamente del Ministerio del 
Interior y se vincula con otro ministerio ¿qué pasará con la Dirección Nacional de Apoyo al Liberado? Se 
supone que es el organismo encargado de la continuación en el tratamiento y apoyo a quienes pierden 
momentáneamente la libertad, en función de un procesamiento con prisión; cuando la recuperan, el Estado 
procura completar su recuperación. ¿En qué está pensando el Ministerio del Interior, desde el punto de vista 
institucional, en este aspecto? Quizá piensan dejar las cosas como están. Tal vez, ahí tengamos una 
contradicción conceptual, que el ministro está en condiciones de explicar. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Teniendo en cuenta la permanente lucha del Ministerio contra el 
narcotráfico, la comercialización de drogas y distribución, me gustaría conocer la opinión del ministro 
sobre que se haya instalado un laboratorio para analizar la calidad de las drogas en una fiesta 
electrónica a la que concurrieron muchos jóvenes. Esto supone admitir la comercialización, 
distribución y consumo de sustancias ilegales, como LCD, éxtasis, pastillas o las conocidas pasti, algo 
que no puede ocurrir en este país. Nos llamó mucho la atención que se haya instalado ese laboratorio A 
nuestro entender, eso es contraproducente con la lucha que lleva adelante día a día este Ministerio. No 
hemos escuchado al ministro decir nada al respecto. Sería muy interesante conocer su opinión. 


SEÑOR POSADA (Iván).- En primer lugar, quiero expresar a las autoridades del Ministerio del 
Interior nuestra profunda congoja por el fallecimiento del inspector Guarteche. Todos compartimos la 
idea de que ha tenido un rol sustancial en las mejoras que se produjeron en el Ministerio del Interior. 
Tuvo una participación muy importante en la reforma que se dio. Es bueno que en los ámbitos públicos 
se reconozca a aquellos funcionarios públicos que han actuado en forma ejemplar. Quienes integramos 
una comisión que tuvo trato directo con quien fuera el Director de la Policía Nacional debemos 
destacarlo. 


Se ha hablado -me parece que es el tema central de una instancia como esta- de los resultados del año 2015; 
es lo que corresponde que haga el Ministerio en la rendición de cuentas. La seguridad pública es una realidad 
muy dinámica. Saliendo un poco del libreto, y en atención a que recientemente el ministro del Interior ha 
hecho una presentación pública de la implementación de nuevos sistemas de seguridad, sería oportuno que 
nos informaran acerca de las decisiones que han tomado el Ministerio del Interior en cuanto a los nuevos 
sistemas. Sabemos que esto comenzó a ponerse en práctica a partir de abril del año en curso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión hace suyos el recuerdo que han hecho los diputados Penadés, 
Abdala y Posada al inspector Guarteche. Estoy seguro que todos los integrantes de la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda sentimos el mismo respeto. 


Se han hecho algunas intervenciones que exceden el orden del día, es decir, la consideración de la Rendición 
de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal de 2015. Por lo tanto, el ministro contestará solo si cuenta 
con la información correspondiente. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Voy a responder, pero no en el orden en que se formularon las 
preguntas. 


Nosotros nos enteramos de que se había montado un laboratorio para analizar pastillas en un baile, pero no 
tuvimos nada que ver con eso. Por lo tanto, preguntamos al Ministerio de Salud Pública, a la Intendencia y a 
la Junta Nacional de Drogas para ver si ellos podían informarnos. El Ministerio de Salud Pública y la Junta 
Nacional de Drogas contestaron que ellos no autorizaron eso. Aún nos queda pendiente la respuesta de la 
Intendencia. 


A nosotros nos parece que eso no corresponde. Está regulado el consumo de cannabis, pero no el de las 
demás sustancias. Si bien el consumo no está prohibido, sí su venta y distribución. Por lo tanto, no 
corresponde que un laboratorio analice la calidad del producto. Estamos esperando la respuesta de la 
Intendencia. Entendemos que lo que se ha hecho está mal; veremos qué hacemos. Suponemos que la 
respuesta de la Intendencia también será negativa. 


En cuanto al INR, en el presupuesto de 2010 establecimos como objetivo sacar las cárceles de la órbita de la 
Policía. Además, señalamos que una vez que lográramos ese objetivo, el siguiente sería sacar las cárceles de 
la órbita del Ministerio del Interior. Esto es producto del acuerdo multipartidario del año 2010, a propuesta 
del inspector Navas, asesor del Partido Nacional en la comisión multipartidaria. Esa propuesta se trabajó en 
la comisión. El inspector Navas creía que el cronograma se tenía que basar en sustituir las vacantes L, 
policiales, por funcionarios del escalafón S, civil. Como se preveía un período de tiempo mucho más largo, 
saldría de la policía. Luego, en el presupuesto creamos 1.600 vacantes S, civiles, que permitieron acelerar la 
salida. Ahora está planteado sacarlo del Ministerio del Interior. Todavía no hay una definición tomada, 
porque no la va a tomar el Ministerio del Interior solo sino el Consejo de Ministros en pleno. 


Nuestra posición inicial era crear un único servicio descentralizado de rehabilitación, que tuviera dos 
administraciones, una para mayores y una para menores, y un sistema intermedio para las personas entre los 
dieciocho y los veinticinco años. La idea era tener un mismo sistema nacional de rehabilitación, 
descentralizado. Esto no quería decir que tuvieran locales comunes; por el contrario, la idea era que los 
mayores estuvieran por un lado y los menores por otro, con direcciones separadas. 


Aparentemente, hemos avanzado mucho más nosotros en la modificación del sistema nacional de cárceles en 
INR que lo que ha avanzado la separación de los menores en conflicto con la ley del INAÚ. Si eso no es 
posible, nos planteamos crear un descentralizado con el INR. Sí vemos como posible -aunque tiene que 
resolverse- que tenga como organismo de referencia al Ministerio de Educación y Cultura; no se trata de que 
dependa de él sino que lo tenga como organismo de referencia. Hay una comisión creada en el ámbito del 
Poder Ejecutivo para resolver este tema, así que no hemos avanzado más. 


En este mismo asunto, el señor diputado Pablo Abdala planteaba lo relativo al patronato que trabaja con el 
liberado. Nosotros creemos que también tiene que salir del Ministerio del Interior; en el marco de esa 
comisión estudiaremos adónde irá. Habitualmente, en el mundo, ese es un organismo independiente; en 
general no está en el mismo lugar en el que están las cárceles, sino que es un organismo independiente. Eso 
lo tendremos que resolver en la comisión. 


El otro punto es el que tiene que ver con la actuación policial en la solicitud de más datos, a partir de que dije 
que estábamos en una etapa de meseta, que había mejorado mucho la actuación policial y que una medida de 
eso eran los procesamientos. Esto fue comparado con las declaraciones del fiscal de corte. 


Quiero aclarar que cuando el fiscal de corte dijo lo que dijo y estableció las fallas de la investigación se 
refería a que el responsable de la investigación es el Poder Judicial, no la policía. La policía es auxiliar del 
Poder Judicial, que es el responsable de la investigación. Se refería a cómo funciona el sistema de 
investigación y a que es imposible, en nuestro sistema, investigar globalmente, porque el juez tiene que 
investigar el caso que cae en su juzgado. Yo también lo he dicho, aunque de forma diferente, refiriéndome al 
homicidio del barrio Casabó, de una bebé de quince meses y de su tío, y al homicidio de una pareja 
paraguaya en la avenida Giannattasio, que para la policía habían sido las mismas personas. Cuando la policía 
lleva el tema del Casabó al juez que lo atiende, procesan a los involucrados, pero cuando piden orden de 
allanamiento por lo de la avenida Giamnattasio no la consiguen, porque ese caso no le corresponde al mismo 
juez. 


El homicidio de la avenida Giannattasio estuvo meses sin poder investigarse: tres jueces habían renunciado 
ya que, lateralmente, había muerto en un accidente de tránsito, provocado por el homicidio, la hija 
adolescente de la actuaria del juzgado. Cuando se lo investiga, lo que decía la policía desde el primer 
momento había sido que habían participado personas comunes en ambos casos. Esto muestra que el sistema 
de investigación no funciona, y eso no puede atribuirse a la policía sino al sistema que lleva a que esto sea 
así. En ese sentido fueron las declaraciones del fiscal de corte. 


El otro elemento que manejaba el fiscal de corte era la cantidad de procesados en relación a la cantidad de 
casos. Me he aburrido de decir -y no se tiene en cuenta, pero quizá sea hora de que por lo menos piensen si es 
así o no- que cada procesado tiene más de una rapiña. Por lo tanto, no hay una relación entre cantidad de 
rapiñas y cantidad de procesados; solo se resuelve un determinado porcentaje de rapiñas, porque el procesado 
tiene muchas más. Sucede que cuando la policía lo acusa de dieciséis rapiñas, el Juez lo procesa por tres y 
dice: “No tengo tiempo de seguir con el resto”. Entonces, no lo procesa por el resto de las rapiñas y quedan 
como no aclaradas, pero se aclara más de ese 6% que mencionó el fiscal de corte. Dos por tres los 
legisladores también lo dicen, pero tendrían que ver cuántas rapiñas tiene el procesado, por cuántas rapiñas lo 
acusó la policía y por qué el juez no lo procesó por las restantes. Los jueces están cargados de trabajo, lo que 
dificulta la investigación. En ese sentido, no se ajusta lo de que funciona mal el sistema de investigación 
referido a la policía, porque no estaba referido a la policía. 


Por otra parte ¿por qué decía que había habido un avance sustancial? No por la cantidad de rapiñas. No 
podemos medir todo por la cantidad de rapiñas, sino por el carácter de la rapiña, por el tipo de rapiña, por 
cómo evolucionó la rapiña. Así sí es posible, desde el punto de vista policial, medir si ha habido o no un 
avance. Cuando la policía mide que hay rapiñas de determinadas características que disminuyen 
sustancialmente y que otras aumentan a partir del accionar policial, y que esas otras tienen en conjunto un 
monto robado menor que las anteriores, es porque hubo un cambio. Cuando ese cambio, además, lleva a que 


disminuya la curva de crecimiento, aunque no descienda la rapiña, y se acerque a la meseta, nosotros decimos 
que estamos en una fase de meseta. Ahora ya no decimos que estamos en una fase de meseta; ahora decimos 
que estamos en una fase de descenso, y eso tiene que ver con la pregunta del señor diputado Iván Posada. 
Pero como estamos refiriéndonos a 2015, hablamos de la fase de meseta. 


En la presentación pública a la que refiere el señor diputado Pablo Abdala, nos basamos en un mes; en la 
segunda, en dos meses. Hoy ya estamos en tres meses y se confirma lo del primer y segundo mes. O sea que 
se va verificando lo que dijimos en ese momento: que estamos en una fase de descenso. Eso tiene que ver, en 
parte, con lo que se hizo el año pasado y, en parte, con lo que se ajustó este año. 


Lo que se hizo el año pasado fue cambiar el sistema de patrullaje basado en los puntos calientes, en los 
puntos críticos, en segmentos, en circuitos, pero sin Programa de Alta Dedicación Operativa, PADO. Si bien 
cuando empezaba ese tipo de control se producía un descenso, los delincuentes inmediatamente cambiaban 
un poco el lugar o la hora y la policía no tenía la rapidez suficiente para modificarse. Recordemos que el 
policía trabaja a horario y en un lugar. El PADO permite flexibilizar el horario y el lugar. 


Este año se incorpora ese elemento en cincuenta y dos circuitos en Montevideo, Canelones y San José y se 
produce un descenso grande -no un descenso en los circuitos- y un descenso menor en los departamentos de 
Montevideo, San José y Canelones. En el departamento de Canelones arrancamos con un porcentaje de 
aumento del 20% y disminuyó al 2% en lo que va del año; es un 18% de descenso, aunque todavía no quedó 
por debajo del descenso del año pasado. Hubo un descenso en comparación con este mismo año. Pero en San 
José y en Montevideo se produce un descenso en la comparación interanual. 


Concuerdo con el señor diputado Pablo Abdala en que todavía es poco tiempo, pero el segundo mes confirma 
el primero y el tercero confirma el segundo. Además, la policía está ajustando la actuación, porque analiza 
día a día cómo se produce la evolución respecto a variaciones que pueden establecerse. Para nosotros esto es 
positivo, y así lo señalamos. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Agradezco mucho la franqueza del señor ministro y el tono de la respuesta. 
Por supuesto, no pretendo desviar el análisis de la Comisión de Presupuestos integrada con la de 


Hacienda, que tiene que analizar la rendición de cuentas en una discusión sobre estos aspectos 
vinculados con la criminalidad y, por añadidura, con la criminología. 


En función de que el señor ministro reconoce -y le agradezco el reconocimiento- que efectivamente estamos 
analizando un período que todavía es corto y aspira a que a fin de año los resultados confirmen que era una 
tendencia -eso lo dirán las circunstancias-, yo también tengo expectativas al respecto. 


La pregunta concreta y bien intencionada es si el Ministerio ha tenido en cuenta, en el análisis criminológico 
de esta situación, el factor climático. Lo pregunto porque el señor ministro lo ha tenido en cuenta en otras 
ocasiones. En esta misma Comisión o en otros ámbitos del Parlamento, cuando los resultados eran de signo 
inverso, cuando se había producido una suerte de escalada de violencia, cuando durante el verano se habían 
disparado los homicidios y se habían incrementado las rapiñas, recuerdo que el señor ministro sostenía -y 
tengo por aquí las versiones taquigráficas- que estaba probado desde el punto de vista científico, en el 
Uruguay y en el mundo, que los delitos con violencia se incrementan en el verano, en ocasión de la 
circunstancia climática asociada al calor, y que en invierno hay una suerte de retroceso en función de la 
incidencia o impacto que el clima genera en la realidad social. Esto lo sostuvo el ministro en ese entonces 
para justificar o fundamentar lo que, repito, era un incremento de los delitos con violencia. 


Casualmente, el trimestre que estamos analizando coincide con una etapa en la cual el invierno se nos 
adelantó y, prácticamente, no tuvimos otoño; tuvimos un verano muy caluroso y pasamos repentinamente al 
frío. No digo esto con ironía, ni por vías indirectas ni cosas por el estilo; lo pregunto objetivamente. Como el 
ministro sostuvo en determinado momento que este elemento debía tenerse en cuenta para analizar la 
evolución de los delitos con violencia, pregunto si en este caso se ha considerado o se ha entendido que no 
corresponde hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que no hay ninguna intencionalidad en la pregunta, ni se pretende 
distraer el trabajo de esta Comisión, que está abocada al análisis de la rendición de cuentas de 2015 y 
del articulado correspondiente. Simplemente, sugeriría analizar el año 2015 y, luego, ingresar en el 


análisis del articulado, por varias razones: en primer lugar, porque le compete a la Comisión y, en 
segundo término, porque hay más delegaciones invitadas. 


SEÑORA GALÁN (Lilián).- Antes que nada, quiero agradecer la visita del Ministerio del Interior. 


Sin querer coartar la exposición del señor ministro, que planteó una agenda bastante abierta, me parece que 
tendríamos que trabajar en la línea que el señor presidente ha planteado, en el sentido de rendir cuentas del 
año 2015 y trabajar sobre el articulado, que es muy extenso. 


En cuanto a los temas planteados por los señores diputados, sugeriría citar al Ministerio del Interior a la 
comisión que corresponda para poder ahondar en ellos. El ministro tendrá allí la oportunidad de brindar una 
información mucho más amplia 


Reitero, sugeriría trabajar dentro del paraguas de la rendición de cuentas porque tenemos por delante un 
articulado muy extenso. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Pido disculpas, pero quiero completar, por lo menos, este 
punto, que es muy corto. 


Cuando digo que bajó 4% la rapiña en Montevideo, habiendo intervenido en veintiocho circuitos que se 
refieren a una mínima parte de dos zonas, es el promedio de todo el departamento, con las bajas que se 
produjeron en esos circuitos. Pero si uno toma los circuitos, por ejemplo en Cerro Norte la rapiña bajó 83%. 
Eso no se debe a razones climáticas sino al accionar policial; no tiene nada que ver con el clima. El 60% de 
baja en el Marconi no tiene nada que ver con las cuestiones climáticas; tiene que ver con el accionar policial. 
Esto va a estar complementado por cámaras en otros puntos donde no se trabaja de esa manera. A nosotros 
nos da la pauta que en este tema se está produciendo el efecto buscado. 


El director de la Policía va a complementar este tema y a contestar una pregunta referida a las drogas. 


SEÑOR LAYERA (Mario).- En cuanto a la eficacia policial a la que se refirió el señor ministro, quiero 
simplemente acotar que también se está midiendo la cantidad de detenidos versus la cantidad de 
procesados, disminuyendo la cifra que hay entre ambas. Eso significa un aumento de la calidad. Es 
decir, hay un aumento de procesamientos de los detenidos que se ponen a disposición judicial y la 
cantidad de detenidos se reduce. Eso significa que el trabajo que se está realizando tiene que ver con la 
reestructura y con el despliegue policial. El despliegue policial en la vía pública nos permite actuar en 
las circunstancias de flagrancia. Esto da la posibilidad de demostrar el delito rápidamente y que el juez 
pueda proceder y resolver en cuarenta y ocho horas. Es más fácil esclarecer ese tipo de delito que 
esclarecer veinte o treinta rapiñas cometidas por la misma persona. Como se dice vulgarmente, cuando 
se lo agarra con las manos en masa es más fácil procesarlo que realizar un procedimiento histórico. Si 
bien la policía en el procedimiento muchas veces recoge información de que la persona reiteradamente 
ha cometido delitos de rapiña o hurto, es imposible citar a todas las víctimas en cuarenta y ocho horas 
y que puedan concurrir. Esto se debe a un defecto del sistema y a la acumulación de trabajo que tienen 
los jueces, como hacía referencia el señor ministro. Esto también se mide en cuanto al trabajo y la 
labor de la Policía. 


Como dije, la relación entre la cantidad de detenidos y procesados viene creciendo en favor de una mejor 
calidad en la investigación y en el despliegue de acción de respuesta. 


En cuanto a la distinción que hacemos del narcotráfico, señalo lo siguiente. En nuestro país se distingue entre 
narcotráfico internacional y narcotráfico local o nacional, a los efectos de que no existan errores en cuanto al 
estudio estratégico de esta situación y las medidas dinámicas que se van adoptando. Indudablemente, el 
tráfico internacional maneja cantidades muy importantes porque el destino o los mercados a los cuales se 
dirige consumen o demandan una cantidad mayor que nuestro país. Hay una distinción absoluta entre el 
tráfico internacional y el tráfico nacional; es decir, entre la oferta de drogas prohibidas en el mercado 
nacional y la del mercado internacional. Por eso hacemos la distinción. En el tráfico internacional se han 
incautado cifras muy grandes. Recuerdo una incautación de 1.200 kilos de cocaína en un yate. Si 
estudiáramos todas esas cifras juntas habría una variación a nivel nacional que no se corresponde 


exactamente con la situación de la demanda nacional. Por eso se hace la diferencia entre tráfico internacional 
y tráfico nacional. También existe una diferencia en ese sentido porque desde 2005 -esto fue confirmado en 
2009 con el plan estratégico elaborado a nivel de la Junta Nacional de Drogas con relación al control de la 
oferta de drogas prohibidas- el plan permanente integrado de lucha contra el narcotráfico y el lavado de 
activos determina que el Ministerio del Interior, a través de la unidad especializada de la Dirección General 
de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas, coordine todos los aspectos operativos en nuestro país y le dé esa 
categoría especializada. Esta estrategia en la interna del Ministerio del Interior significa que la Dirección se 
va a encargar, por esa especialización y por los recursos que se le asignan en la misión, de enfrentar el 
narcotráfico internacional. 


A partir de 2015, se establece que se ha contraído el tránsito y el tráfico de drogas por nuestro país y se define 
que las prioridades estratégicas están en relación a los delitos violentos, tanto contra la propiedad como 
contra la persona física. En ese sentido, el microtráfico comienza a ser valorado en la medida en que 
interviene como un factor preponderante en esta violencia. Y se le asigna entonces una nueva misión a la 
Dirección General de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas, que es la de capacitar a las brigadas 
departamentales que se habían formado en cada unidad de la Jefatura de Policía departamental a los efectos 
de intensificar las acciones y los procedimientos sobre los lugares que se denuncian o se reúne información 
en los que se comercializan las drogas prohibidas. En ese sentido, se hace la diferencia en cuanto a las 
incautaciones como microtráfico y cuáles son las acciones realizadas por la Brigada Nacional Antidrogas de 
la Dirección General de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas, que es la encargada en el área metropolitana 
de realizar las acciones contra el microtráfico, en este caso a partir, reitero, de las estrategias adoptadas en 
2015 y las que realizan las brigadas departamentales en todo el país. Esa diferencia es simplemente para tener 
una medida estadística que ayude a saber cuáles son nuestras fortalezas y dónde están nuestras debilidades, y 
también para optimizar los recursos humanos y logísticos con que contamos para enfrentar estas situaciones. 
Hay que estudiar la situación del microtráfico en relación a los delitos violentos como las rapiñas o los 
homicidios a nivel nacional. Ese es el sentido que tiene esa diferenciación que se realiza en las estadísticas. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Las respuestas a las preguntas que tienen que tienen que ver 
con las unidades aéreas las dará el señor subsecretario Jorge Vázquez. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Debo decir que los tres helicópteros llegaron de 
Estados Unidos entre abril y mayo de este año. 


En realidad, se demoró la llegada por algunos requisitos que pusieron los organismos de seguridad de 
Estados Unidos, ya que uno de ellos tiene una tecnología de última generación. El Gobierno de ese país se 
asegura previamente de quiénes van a utilizar el equipamiento que sale desde allí. Eso demoró unos meses y 
hubo que hacer algunos trámites con la embajada de Estados Unidos en Uruguay y otros directamente con el 
Gobierno de dicho país. 


Como dije, de los tres helicópteros que llegaron, uno es el que tiene el equipamiento de última tecnología. En 
realidad, salió de la planta de fabricación hace relativamente poco tiempo, con lo cual tiene incorporada la 
última tecnología para este tipo de aeronaves. 


Los otros dos helicópteros tienen el equipamiento convencional. Hubiéramos tenido menos problema para 
traerlos, pero la fábrica prefirió embarcar a los tres juntos. 


Los helicópteros vienen desarmados; hay que armarlos en el país. Actualmente, ya están los tres armados. El 
helicóptero que vino con todo el equipamiento costó aproximadamente US$ 1.000.000 y los otros, que no 
tienen el equipamiento policial especializado, alrededor de US$ 500.000.000 cada uno. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Me gustaría que especificara si la alta tecnología a la que se refiere está 
relacionada con la capacidad de vuelo o con la capacidad de la misión policial que ese helicóptero 
puede llevar adelante, por ejemplo, interferir o escuchar llamadas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Está relacionada con el equipamiento para la 
vigilancia y la observación. Tiene una cámara FLIR 8500, con capacidad para visión nocturna. Utiliza 
infrarrojo y puede señalizar objetivos por rayo láser. Es capaz de trasmitir en forma on line imágenes 


al Centro de Comando Unificado. Además, cuenta con equipamiento de radio para poderse comunicar 
con las unidades en tierra. 


En lo que tiene que ver con la biónica, las tres naves son iguales. Las otras dos son también de última 
generación, tienen todo el sistema digitalizado, pero son más convencionales. 


Los recaudos del gobierno de Estados Unidos no estaban vinculados a la aeronave, sino al equipamiento y a 
la tecnología de vigilancia. 


El armado de las naves lleva su tiempo. 


Después hay que hacer la homologación ante la Dinacia, lo que implica presentar toda la tecnología y los 
manuales que vienen de fábrica, a fin de que los puedan aprobar. Eso también lleva un tiempo; hay que 
traducir los manuales en español, etcétera. 


La matriculación es otro procedimiento que lleva su tiempo. Creo que estamos dentro de los tiempos 
prudenciales si tenemos en cuenta que trajimos tres aeronaves en el mes de mayo y estamos a julio y nos 
encontramos casi finalizando las últimas etapas de la matriculación. 


Las aeronaves están en condiciones de vuelo; ya han hecho los primeros vuelos para corroborar el 
funcionamiento de los equipos. No pueden volar hasta que estén matriculados y homologados por la Dinacia. 


Con respecto a la capacitación, voy a precisar que tenemos dos tipos de personal: aquellos que trabajan en el 
Área de Observación y Vigilancia, y los pilotos, que van a hacer la tarea de vuelo. Estas tareas tienen que ser 
bien diferenciadas; no podemos correr riesgo de que la misma persona haga las dos cosas. Es bueno que el 
piloto tenga todos los recaudos necesarios para que los vuelos sean seguros -esto nos importa mucho- y que 
el observador tenga buena capacidad de observación. 


Estamos trabajando con seis observadores que ya hicieron sus primeras experiencias en el avión, que ya el 
ministro informó que tiene más de cien misiones desde que se ha puesto en funcionamiento. En este 
momento, se están capacitando en el manejo de esta tecnología que ha venido con este helicóptero. 


Asimismo, hemos seleccionado a doce oficiales jóvenes, con muy buen currículum y concepto por parte de la 
Policía, para capacitarlos como pilotos de helicóptero. Todos han hecho el curso teórico y han obtenido muy 
buena calificación. Fueron evaluados por representantes de Robinson, de la empresa Argentina Hangar Uno. 


De estos doce oficiales hemos seleccionado a los seis mejores para capacitarlos en vuelo. Empezamos con 
tres de ellos. La metodología es que primero vuelen un Robinson 22, que es un helicóptero más chico pero 
mucho más inestable, lo que le damás seguridad para el manejo de un helicóptero con una mayor estabilidad 
como es el Robinson 44, Raven II. Estos tres pilotos ya están volando solos el Robinson 44. Nos quedan seis 
pilotos que vamos a capacitar en el área de vigilancia, y a preparar como pilotos de alternativa frente a la 
posibilidad de que alguno de los otros no pueda estar operativo por razones de enfermedad y demás. 


La capacitación de los seis pilotos ronda los US$ 230.000. Ahora, al tener nuestros helicópteros y poder 
volarlos, probablemente estos costos vayan a bajar. 


También ha aparecido en el mercado algo que no había o que nosotros no sabíamos que existía. Inclusive, 
cuando visitamos la fábrica en Estados Unidos no tenían. Estoy hablando de los simuladores de vuelo. 
Estamos atrás de un simulador de vuelo que está homologado por la OACI. Las horas de vuelo que hagan los 
pilotos en el simulador son equivalentes a horas de vuelo en aeronave normal. Esto es muy bueno porque 
permite que tengamos a los pilotos siempre capacitándose a un costo mucho menor. También podremos 
formar pilotos a un costo menor, sobre todo en las primeras instancias de vuelo, cuando empiezan con la 
etapa del despegue, el equilibrio de la aeronave y con las maniobras básicas. 


SEÑOR CARRERA (Charles).- En cuanto a la primera interrogante del diputado Penadés, debo decir 
que se han realizado inversiones en infraestructura con el objetivo de cumplir con las disposiciones de 
la nueva Ley Orgánica Policial. Se realizaron nuevas construcciones que implican un total de 5.200 
metros cuadrados, así como acondicionamientos de varios locales en Durazno, Florida, Montevideo y 
Soriano, de un total de 1.800 metros cuadrados. 


Estamos construyendo un nuevo edificio para la Jefatura de la Zona Operacional N* 4 que incluye 12.000 
metros cuadrados de cancha, cercado e iluminación. Es un espacio que está frente al estadio Tróccoli, donde 
estamos creando un espacio para la comunidad, en una zona que necesita mucho. 


Se adquirió un edificio, y lo estamos refaccionando para la nueva Seccional 9% de Montevideo, que hoy está 
en el estadio Centenario. Ese es uno de los objetivos del período anterior. 


Se construyó una nueva subcomisaría en Santa Isabel, Rivera, nuevos locales para la Seccional N* 13 de 
Durazno, N* 4 de Salto, y N* 6 de Florida, que está en trámite. 


Estamos culminando las obras en La Guardia Republicana de un edificio, alojamiento para cuatrocientas 
personas. Asimismo, estamos trabajando para extender la atención personalizada en las unidades 
especializadas de violencia doméstica y de género, que es uno de los objetivos estratégicos del quinquenio 


También se han realizado obras en Melo, Mercedes, Paysandú, Piriápolis y Rocha, totalizando 1.100 metros 
cuadrados. 


Se han hecho refacciones en la Dirección Nacional de Migraciones, mejoras en los pasos de frontera Río 
Branco, Carmelo, Paysandú, Chuy, Bella Unión. 


Se hicieron construcciones en la Dirección Nacional de Policía Científica, para la instalación del nuevo banco 
de pruebas balístico que hoy hacía referencia el señor ministro. 


Se disminuyó el hacinamiento con la construcción de 465 nuevas plazas, básicamente destinadas al interior. 
Se han hecho reformas en 9.200 metros cuadrados. 


Por otra parte, en junio de 2015 se firmó el contrato de las PPP, y las obras comenzaron en agosto de ese 
mismo año. 


A mediados de junio de este año se ejecutó un 30% de la obra, y la terminación está prevista para junio del 
año próximo. Me acota el ministro que hubo un atraso, que en principio, el 30% de la ejecución iba a estar a 
fin de junio, pero que en estos días nos enviaron una nota anunciando que estaría prevista para el 15 de julio. 
La terminación está prevista para junio del año que viene. En ese momento se iniciará una etapa que se llama 
“marcha blanca”, que es de prueba. Pensamos ponerla en funcionamiento a fin del año 2017. 


En cuanto a los patrulleros, ya en el período anterior la flota había aumentado un 34%. Uno de nuestros 
objetivos estratégicos es mantenerla. El año pasado se adquirieron sesenta camionetas cuatro por cuatro. La 
intención es reforzar el policiamiento de alta dedicación que hacía referencia tanto el ministro como el señor 
director de Policía, básicamente, con sede en Montevideo, Canelones y San José. Algunas de esas camionetas 
van a tener como destino reforzar los grupos de policía comunitaria rural. 


Asimismo, se adquirieron doscientas motos que ya están en el plan de distribución. Estamos trabajando muy 
fuerte en algo que se utiliza mucho en el ministerio, que es el plan recambio. Uno de los objetivos es 
mantener lo que se tiene. 


Por otra parte, estuvimos trabajando para reforzar las comunicaciones de la zona metropolitana, para 
aumentar la capacidad. Ya estamos en el despliegue en Maldonado, Colonia y Rocha. El objetivo para el año 
próximo, es el Tetra; llegar a toda la costa del río Uruguay hasta Salto, pasando por Paysandú, Río Negro, 
Soriano. Para el 2018 planificamos llegar a Florida, Treinta y Tres y Lavalleja. 


En cuanto a la referencia a la Dirección Nacional de Bomberos, que a ustedes les preocupa, quiero recordar 
que tenemos una convocatoria especial sobre este tema el 18 de agosto. 


Cuando llegamos al Ministerio del Interior teníamos otras prioridades en carpeta, pero en esta segunda 
administración pusimos una mirada muy fuerte en la Dirección Nacional de Bomberos, y hoy estamos 
trabajando en una reestructura total del servicio. Este año estamos adquiriendo móviles nuevos. Ya hay una 
licitación pública internacional. Tenemos que adquirir equipamiento de protección de incendio este año y 
también analizar la cantidad de recursos humanos por destacamento. 


Además, vamos a instrumentar un proyecto de ley en el cual se establezca claramente qué localidades deben 
tener destacamento de bomberos. Eso lo van a tener que definir los señores diputados, así como destinar los 
recursos al Ministerio del Interior. Al igual que las comisarías, habrá que definir qué localidades deben tener 
un destacamento. Nos parece que eso es una definición política que hay que tomar, y a partir de allí 
establecer un régimen de bomberos voluntarios por ley. 


Por ejemplo, en Portugal, el 90% de los bomberos son voluntarios. Tienen destacamentos de bomberos 
fuertes en Lisboa y Oporto. Nosotros tenemos que ver otras formas de trabajo en el mundo y adoptarlas en 
nuestro país. Igual vamos a tener la oportunidad de hablar en más profundidad estos temas el 18 de agosto. 


Me acota el señor ministro que aunque creamos la figura del agregado policial, no se dispusieron recursos 
para su puesta en funcionamiento. Ese fue un objetivo de 2010; posteriormente, con el entonces inspector 
Guarteche, dispusimos -sigue siendo así- que cuando un policía deba viajar al exterior para recabar 
información o porque está trabajando en operaciones de nivel internacional, sea a través de una misión 
oficial. Esta figura se encuadraría en la de coordinaciones internacionales, más moderna que la de la 
agregaduría policial, para decirlo de alguna manera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación, ingresaremos al análisis del artículo 26 al 37, inclusive. 


SEÑOR CARRERA (Charles).- Respecto al artículo 26, ya hace tiempo estamos cursando un proceso 
de mejora de atención ciudadana en las comisarías. En el período anterior dispusimos el proyecto Mi 
Comisaría, para el que se hicieron inversiones en la infraestructura policial. En esta etapa, con el 
desembarco de los becarios que será en agosto de este año -ya pasamos los procesos de selección; ahora 
estamos en la capacitación-, estamos proponiendo que no se cobren algunos trámites que se hacen en 
las seccionales policiales. Este artículo propone que no se cobrará la expedición de copias autenticadas 
de partes de accidentes de tránsito. En ese avance hacia la simplificación de trámites, que creemos 
necesario, también consideramos la eliminación del cobro de tasas que provocan más molestias que 
beneficios a los ciudadanos. Téngase en cuenta que generalmente, en el caso de los accidentes, la 
situación de por sí es delicada y cobrar por la expedición del parte policial resulta una carga adicional 
a la ya motivada por el incidente. 


En el mismo sentido, el artículo 27 propone la derogación de algunos impuestos y tasas; en este caso, la 
derogación del impuesto a los bailes públicos establecido por el literal C) del artículo 16 de la Ley N* 7.914, 
de 1925; la tasa prevista en el literal D) del artículo 338 de la Ley N* 12.804, el certificado de vecindad. Este 
certificado tiene diferentes objetivos, tales como tramitar la libreta de conducir, la cédula de identidad, 
etcétera. 


Asimismo, proponemos dejar sin efecto el impuesto a los permisos para carreras de caballos establecido en el 
numeral 2) del artículo 1” de la Ley N* 5,189. Consideramos que esto produce más molestias que ventajas a 
la institución. 


Lo que el Ministerio del Interior dejaría de recaudar por estos impuestos y tasas, representa el 0,5% de su 
recaudación, aproximadamente $ 5.000.000. Esto causa más molestias que ventajas a la institución; trae una 
gran desventaja al ciudadano que tiene que pagar por estos servicios. Asimismo, es una limitante para acceder 
a algunos beneficios públicos: muchos estudiantes universitarios requieren el certificado de vecindad para 
acreditar su residencia, lo que ocasiona una serie de obstáculos. 


El artículo 28 propone que los cobros que percibe el Ministerio del Interior por concepto de tasas y multas 
por los servicios que presta, se fijen en una única unidad de valor, que es en unidades indexadas. En virtud de 
que el gobierno central se encuentra en un proceso de simplificación de trámites y atentos a que se viene 
avanzando en la suscripción de convenios con operadores privados para el cobro de distintos pagos que 
deben hacer las distintas unidades ejecutoras, se ha entendido que la unidad indexada es el equivalente más 
adecuado para la actualización de los valores y el más utilizado por la administración. Por tanto, creemos 
conveniente que todos los valores de los servicios se expresen en unidades indexadas. 


El artículo 29 propone modificar un artículo de la Ley de Humanización y Modernización del Sistema 
Carcelario, ampliando las categorías laborales definidas en ese cuerpo legal. La norma prevé que en todos los 
pliegos de licitación de obras y servicios públicos que contrate el Estado, por lo menos el 5% de la planilla de 


trabajo tiene que estar integrada por peones. Hemos observado que con el avance de los convenios colectivos 
en el sector de la construcción no se podría cubrir este 5% porque las empresas de construcción nos dicen que 
prácticamente ya no se contrata personal para ese tipo de tarea. Entonces, lo que se busca es ampliar la 
categoría incluyendo peones, medio oficial y oficial o similares. El objetivo entonces es buscar la inserción 
social de las personas liberadas luego de que cumplan su pena. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Sin perjuicio del señalamiento que acaba de formular el director, esta 
norma ya tiene más de diez años de vigencia. Quisiera saber si a nivel de la Dirección Nacional de 
Apoyo al Liberado hay estadísticas, cifras o relevamiento en cuanto al nivel de aplicación, más allá de 
lo que se acaba de decir. 


Hay dos vertientes, la aplicación preceptiva de este mecanismo cuando se trata de obra pública ejecutada por 
administración directa y la alternativa, que no es imperativa pero sí facultativa, de establecerla en los 
procesos de licitación. 


No conozco -no sé si ha llegado información al Parlamento- el grado de utilización que de hecho ha tenido; 
seguramente, según los niveles de inversión pública, esa utilización no ha sido uniforme entre las empresas 
públicas, ministerios. No sé si esa información está recopilada, si existe material; sería razonable que la 
tuviera. Tal vez la Dirección Nacional de Apoyo al Liberado tenga alguna documentación que se nos pueda 
proporcionar. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Saludo la presencia de la delegación. 


Respecto a los artículo 26 y 27, quisiera saber si ponderaron -es poca plata; $ 5.000.000- la dificultad frente a 
los recursos y recortes que es preciso hacer en diferentes áreas. 


Y respecto al artículo 29, ¿es imprescindible agregar dos categorías más de trabajadores en momentos -lo 
consulto, no estoy en desacuerdo- en los que el crecimiento del país prácticamente no existe, la desocupación 
ronda el 9% y cuando diecisiete o dieciocho mil trabajadores de la construcción están en el seguro de paro? 
Este artículo ya planteaba el beneficio a la empresa que contrate trabajadores liberados. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- En primer lugar, saludo a la delegación. 


Adhiero a las expresiones vertidas por diputados que me precedieron en el uso de la palabra que se refirieron 
al inspector Guarteche y expresar la solidaridad del Partido Colorado por este lamentable suceso. Sin duda, 
Guarteche fue un gran policía. 


Saludamos la ampliación de categorías propuesta en el artículo 29. Nos parece bueno; inclusive sabemos que 
el expatronato lo venía reclamando desde hace tiempo. Pero nos parece que debería establecerse alguna 
sanción para aquellos funcionarios que tengan la responsabilidad de incluir en los pliegos de licitación a 
personas liberadas y también para los empresarios cuyas plantilla de trabajadores no estén integradas con el 
5% de estos trabajadores. 


Para que la norma quede completa, debería establecerse alguna sanción; a lo mejor, el ministerio está 
pensando en reglamentarlo por vía administrativa. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Respecto al artículo 29, ¿cuántos liberados accedieron al trabajo bajo 
este régimen? ¿Cuántas empresas están afectadas y han colaborado? Además, quisiera conocer las 
bonificaciones que se están otorgando, porque de acuerdo a la redacción de 2005 es generalizada. ¿Qué 
bonificación se les está otorgando a las empresas que colaboran con este sistema? 


SEÑOR CARRERA (Charles).- En cuanto a la interrogante del señor diputado Abdala, estamos 
proponiendo esta modificación porque en la planilla nominativa de los trabajadores hemos constatado 
que prácticamente no hay peones. Entonces, para cumplir con ese objetivo loable para nuestra 
sociedad, tenemos que ampliar las categorías laborales. 


Desde que ha habido un gran avance en la negociación colectiva a través de los convenios colectivos en el 
sector de la construcción, esta categoría prácticamente está en desuso. Por eso estamos proponiendo esto. 


Además, hay muchas personas privadas de libertad que ya salen con las habilidades laborales y los 
reconocimientos profesionales que realiza el Sindicato Único Nacional de la Construcción y Anexos y el 
Inefop. Lo que buscamos es la inserción laboral de las personas liberadas. Esta norma está relacionada con 
las otras dos posteriores, es decir, se encuadra en esta estrategia política hacia las personas liberadas que se 
está proponiendo esta administración. 


Señor diputado Abdala: voy a buscar alguna información adicional, pero es lo que hasta el momento puedo 
informar. La experiencia indica que lamentablemente la norma no se ha aplicado. 


Contestando la inquietud del señor diputado Lafluf Hebeich, cuando decidimos proponer este artículo, 
ponderamos la situación. El Ministerio del Interior recauda por diferentes conceptos $ 900.000.000 al año y 
como les decía, representa el 0,5% de su recaudación. Tenemos aproximadamente treinta y tres unidades 
ejecutoras y más de cuatrocientas dependencias policiales lo que nos apareja dificultades logísticas; además, 
no condice con el objetivo de la norma y sí representa una carga adicional para el ciudadano. Entonces, en 
este nuevo concepto de acercamiento de las comisarías a la ciudadanía, buscamos levantar estos obstáculos 
que no traen nada redituable a la organización, a nuestro Inciso e implica una dificultad para el ciudadano. 


Este artículo lo analizamos con el Ministerio de Economía y Finanzas y con la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, por lo que lo conocen. 


Y respecto a las categorías, nos parece imprescindible agregar a la del peón, al medio oficial, oficial o 
similares para cumplir con el objetivo; eso representa solamente el 5%. 


Además, la desocupación no está cerca del 9%, está en el 7,8%. 


El señor diputado Rodríguez manifestó estar de acuerdo con la propuesta y lo agradecemos, así como 
también la sugerencia que hizo, porque es importante. Estamos abiertos a cualquier mejora en la redacción 
del artículo. 


Entendemos que, básicamente, la sanción tiene que ser para los empresarios, porque en la cultura 
organizacional de nuestro Inciso adoptamos el criterio de establecer esa obligatoriedad en los pliegos de 
licitación pública. Por lo tanto, no sería necesario establecer una sanción para nuestros funcionarios, sí para 
los empresarios. 


En cuanto a la interrogante del señor diputado Andújar, hoy esta norma no tiene aplicación práctica por la 
evolución que ha habido desde 2005 hasta 2016. Con respecto a las bonificaciones, esta norma se 
reglamentará con el Ministerio de Economía y Finanzas. Ya existe un sistema de bonificaciones general. 
Creemos que esto tiene que seguir con el Decreto N* 455 de 2007, que establece una serie de criterios en 
cuanto a dónde se realiza la inversión. Nos parece que no hay que cambiar de criterio. Esta norma pasará por 
una reglamentación. 


El artículo 30 establece: 


“Autorízase al Inciso 04 'Ministerio del Interior', a través de la Dirección Nacional de Apoyo al Liberado, a 
constituir una fundación de acuerdo a las disposiciones de la Ley N* 17.163” -que refiere a las asociaciones 
civiles y a las fundaciones- “[...] la que tendrá como fin principal gestionar y coordinar actividades de 
capacitación, producción, venta de bienes, y prestación de servicios, para apoyar y promover la inserción 
laboral de liberados del sistema penitenciario. 


La fundación podrá prestar servicios en forma onerosa, así como realizar, en el marco de su objeto, todo tipo 
de actos y contrataciones con entidades públicas o con instituciones y empresas privadas [...]”. 


Es necesario trabajar en la reinserción laboral de las personas que estuvieron con privación de libertad. Se ha 
constatado que la reincidencia se produce en los primeros meses de salida del establecimiento carcelario. Es 
fundamental que cuenten con algún apoyo por parte del Estado para enfrentar los primeros meses de 
liberación. Por ello, y de acuerdo con otros interlocutores del presupuesto -léase el Ministerio de Economía y 


Finanzas y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto-, se entendió que la creación de una fundación es un 
mecanismo jurídico adecuado para desarrollar distintas tareas. De esa manera, se posibilita a que las personas 
recién liberadas tengan un ingreso y una tarea a desarrollar, proporcionándoles una herramienta adecuada 
para la mejor inserción laboral. 


El artículo 30 se debe estudiar en conjunto con el artículo 31, que establece el régimen laboral de la 
fundación de apoyo al liberado. Esta norma dispone: 


“Establécese el sistema de pasantías productivas como mecanismo de reinserción social de las personas que 
estuvieron privadas de libertad. [...] 


La actividad que desarrolle cada beneficiario en la institución respectiva será considerada de naturaleza social 
y rehabilitadora, no laboral y no será computada a los efectos jubilatorios [...]”. 


Para redactar el artículo 31 tuvimos en cuenta la Ley N* 17.230, del año 2000, que regula las pasantías 
laborales para los alumnos de educación técnico profesional. Voy a leer algunos artículos para que vean que 
hay una consonancia entre el sistema que estamos proponiendo y algo que ya existe. El artículo 1* de esta ley 
establece: “Declárase el derecho de los alumnos mayores de quince años que concurran a establecimientos 
educacionales del país, a desarrollar una actividad productiva en concordancia con los objetivos educativos 
del desarrollo nacional”. 


El artículo 5” dispone: “La actividad que desarrolle cada estudiante en la empresa respectiva será considerada 
de naturaleza técnico pedagógica, y no será computada a los efectos jubilatorios, ni generará por sí misma 
derecho a permanencia o estabilidad alguna”. Esto se corresponde con el inciso tercero de nuestra propuesta, 
que está a estudio. 


El artículo 6” determina: “Cada pasantía laboral se cumplirá durante un período mínimo de tres meses, 
prorrogables por otros dos trimestres, en cada año lectivo, en empresas particulares cuyo giro esté vinculado 
a la naturaleza de los estudios que esté cursando cada alumno, y que se encuentren al día en los pagos del 
sistema de seguridad social”. 


El artículo 7” establece: ““El Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP) formalizará con las empresas referidas los convenios correspondientes, los que deberán contener 
cláusulas expresas sobre los objetivos a lograr, la limitación del horario de trabajo, que no podrá exceder el 
máximo legal, y la cobertura de los accidentes y enfermedades profesionales, así como también, la 
posibilidad de rescindir el contrato”, si no se cumple con los objetivos. 


Con esto quiero decir que no estamos innovando, creando institutos nuevos para nuestro ordenamiento 
jurídico, sino que estamos tomando algo que ya existe, que es la regulación de las pasantías laborales de los 
alumnos técnico profesionales, con el objetivo de extenderlo al ámbito de la Dirección Nacional de Apoyo al 
Liberado. Es importante contar con un cúmulo de políticas para la persona liberada. En este sentido, 
sugerimos realizar la propuesta que tienen a estudio. 


Cuando estuvimos estudiando diferentes institutos que rigen en nuestro derecho, optamos por este. Cuando se 
votó esta ley, que está vigente y se está aplicando, no hubo discrepancias ni discusiones por parte del sistema 
político. La ley fue votada por los parlamentarios en otra época. Por ese motivo, utilizamos esta herramienta. 


Algún compañero nos preguntó por qué optamos por afectar los aportes a la seguridad social. Esta es una 
opción económica. Si no buscamos incentivar a que un grupo -tanto de empresas públicas como privadas- 
realice convenios con la Dinali ni tratamos de insertar a estas personas en el mundo del trabajo, no 
lograremos nuestros objetivos. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quisiera dejar una constancia. 


No me pronunciaré sobre el fondo del asunto, pero el planteamiento me genera algunas dudas porque la 
redacción tiene un nivel importante de vaguedad e indeterminación. En el último inciso se habilita 
genéricamente a transferir recursos públicos al Ministerio del Interior. El señor director no ha hecho la más 
mínima mención ni nos dio una pauta de a qué programa o partida presupuestal se van a imputar estos 


recursos; supongo que a los que ya tiene asignados la Dirección Nacional de Apoyo al Liberado. Tampoco sé 
en qué medida ni qué monto. 


Más allá de que el señor director haya insistido en que no se crea un nuevo organismo público -no es un 
órgano desconcentrado ni una persona paraestatal-, se trata de una fundación que, por definición, operará en 
el derecho privado y en los hechos realizará determinadas actividades que están asociadas a un cometido 
esencial del Estado que, sin duda, es el de la seguridad en sentido amplio. Con esto no estoy descalificando la 
propuesta, sino que creo que requerirá una dosis importante de reflexión. 


Por otra parte, hay una cuestión de oportunidad. Hace pocos minutos, hablamos de la reformulación 
institucional de este organismo. El señor ministro dijo con mucha franqueza -está en la versión taquigráfica- 
que es partidario de reubicar la Dirección Nacional de Apoyo al Liberado fuera del ámbito del Ministerio del 
Interior, en función de la reestructuración del Instituto Nacional de Rehabilitación. Me pregunto si es 
oportuno que ahora avancemos en esta dirección en forma tan concreta y determinada, ya que, paralelamente, 
estamos reestructurando todo lo que concierne a la administración carcelaria, a la suerte de los privados de 
libertad, tanto cuando están cumpliendo su pena como cuando salen del sistema carcelario. En tal caso, esta 
idea que puede ser buena, no debería ser analizada por la futura autoridad o por quien en poco tiempo se 
supone que va a tener competencia en esta materia. Todos los partidos políticos estamos de acuerdo con crear 
al INR como un servicio descentralizado. Todos tendríamos que hacer un esfuerzo para que esto se pudiera 
concretar prontamente. 


Estas son las dudas que tengo, y que analizaremos en el ámbito del Partido Nacional. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Con respecto al artículo 31, compartimos el espíritu de las pasantías. 
Sin embargo, si se consultó la ley general de pasantías y de allí se rescataron las cosas positivas, ¿por 
qué directamente este artículo no se rige por esa ley? De esa manera, no habría dudas sobre cuáles son 
los derechos y las obligaciones de los pasantes. Acá se menciona que no tienen aportes, pero no se 
menciona que tienen derecho a seguro y al Sistema Nacional Integrado de Salud. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- El artículo 30 establece la autorización para crear esta fundación. 
Creemos que esta figura no es apropiada en virtud de que la fundación no tiene carácter oneroso. Se 
dice que tendrá como fin gestionar la producción, la venta de bienes y la prestación de servicios. A 
nuestro juicio, se estaría violentando la ley de fundaciones. 


También se determinará un patrimonio a ser afectado. Esto no está muy explicitado en el artículo. Por lo 
tanto, nos parece que no es del todo apropiado. 


Con respecto al artículo 31, que hace referencia a las pasantías, discrepamos con el Ministerio en cuanto a los 
aportes a la seguridad social. Eso, sin duda, es inherente a la calidad del trabajador. Quienes realicen esas 
pasantías tienen un vínculo laboral y, por lo tanto, se podrían estar violentando algunos artículos de la 
Constitución que establecen la protección del trabajo. Por ejemplo, el artículo 53 dispone: “El trabajo está 
bajo la protección especial de la ley”. El artículo 31 no parece proteger al trabajo. El artículo 54 de la 
Constitución determina: “La ley ha de reconocer a quien se hallare en una relación de trabajo o servicio [...] 
la justa remuneración [...]”. Más allá del salario mínimo fijado para este tipo de pasantías, no puede haber 
una justa remuneración sin que se le puedan computar los aportes a la seguridad social. 


Creo que estas situaciones son totalmente diferentes. Me refiero a la Ley N* 17.230, que establece las 
pasantías, y a la situación especial de los liberados que durante un año, como máximo, no tendrán la 
oportunidad de contar con los aportes a la seguridad social. Sin duda, también se están violentando algunos 
convenios internacionales de la OIT en cuanto a generar derechos jubilatorios sobre lo efectivamente 
trabajado. 


Queremos dejar constancia de nuestro desacuerdo con la posibilidad de que estos trabajadores no tengan los 
aportes correspondientes a la seguridad social. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Con relación al artículo 30, quisiera saber si no se pensó en la 
posibilidad de que la coordinación de las actividades de capacitación la brinde Inefop, que cumple una 
función tan importante en todo el país, sin necesidad de crear la fundación. 


Con respecto al artículo 31 ¿les parece que en este momento de la vida del país -en el que estamos teniendo 
tremendas dificultades- sea oportuno crear pasantías, teniendo en cuenta la cantidad de beneficios que ello 
implica? La empresa va a pagar un salario mínimo, va a tener la posibilidad de despedir sin pagar 
absolutamente nada y estará exenta de las contribuciones a la seguridad social. Creo que en este momento en 
el que hay tan alta desocupación y el país está creciendo tan poco, no sería oportuno crear la fundación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que parte de la inquietud del señor diputado ya fue respondida cuando 
momentáneamente salió de sala; figura en la versión taquigráfica. De todas maneras, el director 
responderá. 


SEÑOR CARRERA (Charles).- Reconocemos que esta norma puede traer discrepancias o discusiones. 
Para nosotros se trata de una definición política que hay que desarrollar. 


Nosotros tenemos una estrategia definida con la Dirección Nacional de Apoyo al Liberado para trabajar en la 
disminución de los índices de reincidencia. Nosotros consideramos que es oportuno, porque para el Estado la 
reincidencia es más cara, ya que cada preso le cuesta entre US$ 800 y US$ 850 por mes. Esto está vinculado 
a una estrategia de la construcción de la Dirección Nacional de Apoyo al Liberado 


Anteriormente dije -si bien no es nuestra competencia- que la tasa de desempleo es de 7,8%, y no del 9%, 
como se ha dicho. 


Nosotros trabajamos con Inefop, pero creemos que debemos tener una unidad específica que desarrolle tareas 
de reinserción laboral de estas personas. 


Ahora me voy a referir a la pregunta formulada por el diputado Abdala en cuanto a la Dirección Nacional del 
Liberado. Mientras se toman definiciones, se concreta la nueva ley del Instituto Nacional de Rehabilitación y 
se crea un servicio descentralizado, hay que seguir desarrollando tareas. Nosotros tenemos un plan 
estratégico y por eso estamos proponiendo esta norma, que se aplicaría a partir del 1* de enero de 2017. 
Como dijo el ministro, en el mundo las direcciones nacionales que trabajan con la reinserción de las personas 
liberadas, generalmente no están dentro del sistema carcelario, sino por fuera. Hay diferentes modalidades, 
por ejemplo, personas públicas no estatales o personas que trabajan en el ámbito del derecho privado. Por eso 
proponemos esta norma. Después de que se apruebe la norma, habrá una transición en la construcción del 
servicio descentralizado. Uno de los objetivos estratégicos de esta Administración es proponer la ley en el 
ámbito de la multipartidaria donde participan todos los partidos políticos de la oposición y el oficialismo; 
estamos en esa discusión. 


Si bien hay una ley de pasantía de becarios, nosotros tuvimos a la vista una norma específica -a la que hice 
referencia- que regula las pasantías laborales de los alumnos de la educación técnico profesional, de la UTU. 
Tomamos esa norma como ejemplo para crear otra institución. Creemos que no podemos extender esta figura 
vinculada a la reinserción social de las personas liberadas con la formación técnico profesional de los 
alumnos; son situaciones muy diferentes. La norma deja claro que la actividad que desarrolle cada 
beneficiario en la institución respectiva será considerada de naturaleza social y rehabilitadora. Nosotros no 
consideramos que sea una relación laboral, sino como se establece aquí: será de naturaleza social y 
rehabilitadora, como en la otra norma dice que será de naturaleza educativa y formativa. La norma dice a 
título expreso que no es una relación laboral. 


Tampoco constituirá materia gravada para las contribuciones especiales de seguridad social ni generará por sí 
misma derecho a permanencia o a estabilidad alguna. Es decir que no tendrán derecho a la indemnización por 
despido. Queda claro que las empresas o instituciones estarán obligadas a contratar un seguro de trabajo y 
enfermedades profesionales para los pasantes. Tendrán derecho al aguinaldo, al salario vacacional y a las 
prestaciones de salud. 


Creemos que la fundación es una figura adecuada; no estamos buscando a través de ella generar ganancias 
para el Estado. A través de esta figura buscamos que tenga la capacidad jurídica de realizar convenios con 
instituciones públicas o privadas con el fin de lograr la reinserción social de las personas privadas de libertad. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Ayer, cuando nos visitó la delegación de Presidencia de la 
República, el señor prosecretario habló del principio de derecho laboral de primacía de la realidad. Si 


tenemos presente lo que él dijo en cuanto a que hay que aplicar el principio de primacía de la realidad, 
sin duda se trata de una relación laboral. Quería dejar esta constancia para ser coherente con lo que 
escuchamos ayer. 


¿Este nuevo sistema de pasantías no deroga lo que está establecido en la Ley N” 18.489, que establece una 
posibilidad de acceder a becas en organismos públicos por parte de quienes están inscriptos dentro de la 
Dirección Nacional de Apoyo al Liberado? Si no hay una derogación, nos gustaría que las autoridades del 
Ministerio nos dijeran por qué en esta ley está contemplada la posibilidad de que se aporten prestaciones de 
seguridad social, mientras que la norma que está en la rendición de cuentas no lo contiene. 


SEÑOR CARRERA (Charles).- Este régimen no deroga a los institutos que ya están otorgados en 
beneficio de la Dirección Nacional de Apoyo al Liberado; estamos proponiendo otros institutos. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No voy a responder punto por punto; voy a hacer una 
reflexión general. 


Lo que nosotros estamos buscando es que quienes salgan en libertad puedan encontrar trabajo. En el período 
pasado entendíamos que el patronato trabajaba fundamentalmente con las personas privadas de libertad, pero 
no con quienes están en la transición o cuando salían en libertad. Tenemos claro que nadie se pelea por 
contratar personas liberadas; en general lo evitan. Las personas que salen en libertad deben enfrentar enormes 
dificultades para conseguir trabajo. Con esta iniciativa pretendemos que al menos los tomen por un tiempo, 
que sirva como prueba de lo que puede hacer una persona que sale en libertad, para que luego pueda ser 
tomado formalmente, con todos los derechos. Para que alguien tome personas que salen en libertad debemos 
darles algunas ventajas. Entonces, no se le considera como un trabajador por el que se debe hacer aportes, y 
al contratar a una persona que sale en libertad que se le abaratan los costos. Nosotros ya tuvimos esta 
discusión; esta explicación va dirigida al señor diputado que hizo la constancia 


En el período pasado presentamos un proyecto sobre el trabajo de las personas privadas de libertad, que 
conversamos con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Esta Cartera nos reclamaba licencia para las 
personas que estaban en prisión y trabajaban. Nosotros explicábamos que darles licencia significaba 
encerrarlos nuevamente. La persona toma licencia cuando sale de la celda a trabajar ocho horas; darle 
licencia significaba devolverlo a la celda. No se trata de una persona que realiza un trabajo normal para 
mantenerse a sí mismo y a su familia. En el caso de menores, diríamos que es algo educativo. En este caso, 
además de tener un objetivo socioeducativo, se le da un ingreso. 


Se trata de situaciones diferentes; no podemos comparar esta situación con la de un trabajador en condiciones 
normales. Estamos tratando de lograr que esas personas se inserten en la sociedad y que los empresarios 
tengan algún estímulo para darles trabajo. Además, se apoya en una ley de pasantías que está dirigida a 
quienes no están privados de libertad, en la que también se prevé que no haya aportes. Nosotros no podemos 
comparar el derecho laboral con la situación de las personas que se encuentran privadas de libertad o que 
salen en libertad; buscamos un trabajo para insertarlos en la sociedad. 


Nosotros nos hemos fijado como gran objetivo facilitar que las personas que salen en libertad se integren al 
trabajo. Este es un camino. Más allá del aspecto jurídico, esta es la fundamentación del objetivo que nos 
estamos planteando. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Quiero dejar una constancia. 


Comprendemos el espíritu tanto de la norma como del Ministerio, y lo apoyamos. Sin dudas, necesitamos 
herramientas para lograr la reinserción de las personas que estuvieron privadas de libertad. 


A mi juicio, aquí se está hablando de derechos laborales que no se están reconociendo. Si lo que se busca es 
estimular a las personas, empresas u organismos para que contraten personas liberadas, hay una cantidad de 
alicientes posibles que no tienen por qué dejar de lado los derechos laborales. Se pueden dar otro tipo de 
estímulos a las empresas, sin dejar de contemplar los derechos de los trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a contar una anécdota personal vinculada con este tema. Yo viví diez 
años en el mal llamado barrio Cuarenta Semanas; se trata de ochenta viviendas que fueron construidas 
en cuarenta semanas. Ahora vivo a una cuadra de allí, en la cooperativa Covi 9. 


Un vecino de la zona, que tenía familia y una pequeña niña, había cometido un error por el que fue preso. 
Cuando cumplió su pena, salió. Vino a mi casa a consultarme si yo podía hacer gestiones en Tacurú -obra 
social de la zona- para entrar en alguno de los convenios que tienen, ya que hacía una semana que estaba en 
la calle, no le daban trabajo en ningún lado y tenía una situación muy difícil. Yo hice la gestión con Tacurú; 
tanto el padre Mateo como el padre José mostraron la mejor disposición, pero debido a que se pasaba de la 
edad establecida en el convenio, no podían tomarlo. Fui a la casa del vecino y le expliqué las circunstancias. 
A los tres meses murió en un atraco. Se realizó el velorio allí, rodeado de familiares; ustedes podrán 
imaginarse el entorno. Si ese vecino -y muchos más- hubiese tenido la posibilidad de algún tipo de inserción 
laboral, seguramente no habría perdido su vida y hubiera podido desarrollar su familia, porque tenía toda la 
intención de volver a trabajar y de recuperar su vida. 


Quiero dejar esta constancia, sin perjuicio de lo que aquí se ha dicho en materia de derecho laboral. Creo que 
es una buena idea. Cuando lleguemos a la consideración de este artículo tendremos o no en cuenta esta 
situación, por la que seguramente se ha promovido por parte del Ministerio del Interior una salida de este 
tipo. 


SEÑOR CARRERA (Charles).- El artículo 32 establece un régimen de sanción a los técnicos 
registrados en la Dirección Nacional de Bomberos. En lo que tiene que ver con la habilitación de 
bomberos, hay una figura, que es la del técnico registrado. Son arquitectos, ingenieros, técnicos 
prevencionistas que actúan en el proceso de la habilitación. 


Se busca establecer un régimen sancionatorio cuando se incumple la norma. La Dirección Nacional de 
Bomberos lleva un registro de responsables técnicos para la presentación de proyectos de protección contra 
incendio y su correspondiente certificación. En la normativa vigente ya se prevé un régimen sancionatorio de 
multas pecuniarias, pero se entiende que, además, es necesario prever la posibilidad de suspender a los 
técnicos que no cumplan con la debida diligencia, ya que a veces la sanción económica no es suficiente para 
impedir que se sigan ingresando o realizando trámites que pueden derivar en males mayores para el resto de 
la ciudadanía. 


Este régimen sancionatorio que estamos proponiendo es muy similar al que aplica la Intendencia de 
Montevideo para los técnicos registrados cuando realizan un trámite de permiso de construcción. Entonces, 
además de la sanción económica se podrá aplicar este nuevo régimen sancionatorio. 


Hace pocos meses salió el decreto reglamentario y a partir de hoy comienza a regir con todo vigor una nueva 
norma que facilitará y adecuará mucho el sistema a las exigencias actuales. 


El artículo 33 tiene que ver con una serie de regularizaciones para dar cumplimiento al artículo 21 de la Ley 
N* 16.736. Son situaciones en las cuales ha habido sentencia firme del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. Es un mandato judicial al que hay que dar cumplimiento en la primera instancia 
presupuestal, que es esta. Es así que se está dando cumplimiento a las diferentes sentencias. 


El artículo 34 refiere a una adecuación de la Ley Orgánica Policial. Ahora vimos que en el proceso legislativo 
se suprimió, sin voluntad de nadie, una referencia a la escala básica, que era la referencia al suboficial o al 
suboficial mayor. Estamos pidiendo que se incorpore al literal B) del artículo 69 de la Ley N* 19.315 a los 
suboficiales, que sería el grado máximo de la escala básica. La escala básica se compone de agente, cabo, 
sargento y suboficial mayor. 


El artículo 35 refiere a los ascensos por méritos. Este es un instituto jurídico de vieja data en la institución 
policial. Estamos proponiendo una modificación al artículo 67, para establecer un límite máximo a los 
ascensos por mérito; razones de buena administración así lo aconsejan. Entendemos necesario que quede bien 
claro cuál es la cantidad máxima que el legislador autoriza para el uso de dicha causal. 


Asimismo, se establecen las condiciones del personal así ascendido, sus derechos y sus expectativas de 
ascender a un grado presupuestal. Lamentablemente, la Ley Orgánica Policial reconocía el instituto pero no 


establecía un tope. Nosotros solicitamos que ese tope sea del 25%, como se disponía en la ley de la década 
del setenta. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Con respecto al artículo 32, más allá de la responsabilidad que 
tengan los profesionales habilitados, quiero hacer una observación. 


A la mayoría de las pequeñas empresas y de las organizaciones civiles se les hace imposible acceder a la 
habilitación definitiva de la Dirección Nacional de Bomberos por los costos que ello tiene. Lo planteo como 
inquietud y no porque no esté de acuerdo con la sanción que se establecerá a los técnicos profesionales. 


Es más: en el Congreso de Intendentes uno de los temas principales era cómo se podía habilitar a nivel 
general, para que todos pudieran tener acceso a la habilitación de la Dirección Nacional de Bomberos. 


SEÑOR CARRERA (Charles).- Cuando el señor diputado Omar Lafluf Hebeich fue intendente sufrió 
el tema de las habilitaciones, como muchos de sus colegas. 


Estamos cambiando la normativa. En el año 2010, cuando llegamos, se habilitó un nuevo decreto, que se 
llamaba Prometeo, en el que existía la figura del técnico registrado, pero establecía que todas las 
construcciones del país debían cumplir una serie de normativas. Esto era imposible de lograr de un día para el 
otro. Además, había construcciones que no tenían las condiciones edilicias para soportar la carga del 
equipamiento necesario. 


Entonces, en 2012, a partir del requerimiento de los diferentes intendentes, que nos llamaban y se quejaban 
de la situación, empezamos a hacer algunas modificaciones, pero no tuvieron los resultados deseados. 


Finalmente, nos pusimos a trabajar con un grupo de profesionales. Es bueno aclarar que la nueva normativa 
tiene el total respaldo de la Sociedad de Ingenieros del Uruguay, de la Asociación de Arquitectos del Uruguay 
y de otros colectivos que se desempeñan en el rubro. Así llegamos a esta normativa que trata de facilitar el 
trámite y entrega la carga de la inversión al propietario. Los abogados decimos que la carga es un imperativo 
del interés. Aquí el que tiene el interés es el propietario. 


Más allá de los avances, creemos que debemos seguir avanzando. He hablado con el señor ministro y con el 
señor subsecretario en cuanto a que si queremos avanzar y tener una política nacional de protección de 
incendios, de protección de siniestros, esta competencia no puede estar en la Dirección Nacional de 
Bomberos sino en el ámbito de los diferentes Gobiernos departamentales. Por norma constitucional y legal, 
los Gobiernos departamentales son los que otorgan la habilitación de los permisos de construcción y de los 
comercios. Dentro de ese trámite que tiene que desarrollar el Gobierno departamental debería incluirse la 
exigencia de medidas de protección contra incendios y siniestros. 


Nos hemos propuesto ir por ese camino. Ya estamos en conversaciones con el Congreso de Intendentes y 
tenemos un equipo de trabajo en el cual participa el intendente de Colonia, señor Carlos Moreira, un 
arquitecto de Montevideo y una arquitecta de Rivera. Lo que les hemos propuesto es que los que entreguen 
esta habilitación sean los Gobiernos departamentales. En los países modernos los bomberos no dan este tipo 
de autorizaciones, sino que establecen las medidas que deben tomarse desde la técnica constructiva. 


Creemos que vamos por buen camino, en un tema que nos preocupa mucho. Consideramos que habrá un 
cambio muy importante a partir de este decreto que empieza a regir hoy. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- El problema con el sistema de habilitación anterior era que 
estaba estudiado para lo que se iba a construir. Entonces, a lo que se iba a construir se le pedían 
determinados requisitos, pero a lo que ya estaba construido se le pedían los mismos requisitos, lo cual 
era bastante difícil de cumplir y, si se cumplía, implicaba un gasto impresionante. 


En el nuevo régimen, la habilitación se otorga rápidamente ante la presentación de la declaración jurada de 
quien la solicita. Luego se sanciona si no cumple. La inspección mide los avances de lo que el solicitante se 
comprometió a hacer en su declaración jurada. Y si no lo hace, empieza a ser sancionado, hasta que, en 
determinado momento, la habilitación ya no tendrá validez. 


Además, la habilitación se extiende de cuatro a ocho años. Se duplica el tiempo de habilitación. Es decir que 
cambia lo que decía el señor diputado Omar Lafluf Hebeich; cuando él era intendente, estábamos con el 
sistema de habilitación anterior. Ahora ya no tenemos ese sistema de habilitación. 


SEÑOR CARRERA (Charles).- Con el artículo 36 buscamos que se declare que no son aplicables al 
Inciso 04, Ministerio del Interior, las disposiciones del Decreto Ley N” 10.415, en la redacción dada por 
el Decreto Ley N” 15.075, quedando habilitados, entre otros actos, a adquirir, importar y utilizar 
armamento o municiones adecuadas para el cumplimiento de su misión, todo ello sin perjuicio de la 
observancia de las convenciones internacionales, oportunamente suscritas y ratificadas por la 
República. 


La Ley N* 10.415 es una disposición de alcance general y está prevista para el control de armas que 
adquieran los particulares y no con el ánimo de condicionar al control del Ejército las armas que deba utilizar 
la Policía Nacional. Asimismo, fue dictada en una época en la que el paralelo era con la segunda guerra 
mundial. Fue pensada para disminuir el daño que producía la munición en los soldados. 


En la actualidad, la policía debe enfrentarse a criminales, a hechos de violencia, siendo un imperativo 
disminuir el riesgo de potenciales terceras víctimas. Como decía el señor ministro, hemos definido que el 
arma de reglamento de la Policía Nacional será la Glock 9mm. Queremos asegurarnos que la munición no 
tenga rebote, es decir que tenga poder de parada, que es la capacidad de un proyectil de incapacitar a un 
agresor, lo que es fundamental a la hora de disminuir las posibilidades de que pueda seguir disponiendo o 
llegue a hacerlo, alcanzando a un inocente. Las municiones que definimos son las adecuadas para el 
cumplimiento de los cometidos constitucionales asignados al Ministerio del Interior. Esa es, básicamente, la 
fundamentación de este artículo. 


Hemos tenido algunos inconvenientes -por ejemplo, los costos de exportación-, que nos han traído algunos 
retrasos, mientras se dirimen algunas cuestiones. Creemos que esa norma de la década del cuarenta no debe 
ser de aplicación a la Policía Nacional. En los organismos de origen centralizado estamos en una posición de 
igualdad. Queremos dejar clara esta situación, para no tener más inconvenientes a la hora de importar la 
munición, que es una necesidad. 


El armamento que utiliza la Policía Nacional es el adecuado, y es de uso civil, como señala la normativa 
internacional. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- No escapará al señor director ni a las autoridades del Ministerio del 
Interior que este artículo ha generado una serie de controversias de todo tipo, según se me informa, 
como consecuencia de la firma de un decreto, en el correr de este año, sobre temas relacionados con la 
defensa y la seguridad pública. Parecería que este artículo está en contradicción con ese decreto del 
año 2016. 


No entiendo por qué no puede haber una coordinación entre el Servicio de Material y Armamento del 
Ministerio de Defensa Nacional y el Ministerio del Interior como para hacer cruzamientos en los controles. 
Muchos de los artículos que el Ministerio del Interior ha presentado en la rendición de cuentas no tienen 
carácter presupuestal, y este en particular no lo tiene. En ese sentido, entiendo que esto debería ser tratado en 
una ley aparte, para analizarlo más en profundidad que lo que se puede hacer en una rendición de cuentas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- En realidad, esto no responde a una controversia con 
el Ministerio de Defensa Nacional, sino que hace referencia específicamente a una ley del año 1943, que 
estaba fundamentalmente dirigida a reglamentar o en línea con disposiciones internacionales en cuanto 
al tipo de munición que se utilizaba en enfrentamientos bélicos. La finalidad era dejar fuera de 
combate al enemigo, eliminarlo, pero no provocar lesiones importantes. 


Si nos rigiéramos siempre por esa ley, no es pensable que Uruguay hubiera importado para la Policía durante 
muchos años municiones calibre 38 para los revólveres que usaban porque, claramente, la punta de plomo es 
muy deformable e, inclusive, emite esquirlas o se fragmenta. 


En este caso, la controversia se planteó con la ley no con el Ministerio de Defensa Nacional, porque lo que la 
Policía está importando ya hace bastante tiempo para las armas semiautomáticas es la munición 
semiencamisada, o sea que tiene una punta blanda. Eso permite que el impacto sea mayor, la penetración sea 
menor y evita que las personas que están cerca sufran heridas de bala transfixiante y, además, que rebote. Es 
una munición adecuada para uso policial. Lo que se busca es un fuerte impacto y que quede en la persona a la 
que va dirigida. Para eso, tendríamos que quedar eximidos de lo que dice la ley de 1943, que está 
fundamentalmente dirigida a los enfrentamientos bélicos y no al armamento de uso policial. 


SEÑOR CARRERA (Charles).- El artículo 37 autoriza al Ministerio del Interior a constituir un 
fideicomiso para administrar los fondos de vivienda. 


En la ley de presupuesto creamos una contribución especial de seguridad social de 1% con destino a la 
construcción de viviendas policiales. Tenemos una mesa de trabajo con los diferentes gremios policiales, y 
estamos armando la ruta. Entendemos conveniente promover la creación de un fideicomiso para administrar 
en la forma más adecuada posible los fondos provenientes de los aportes de los funcionarios policiales y cuyo 
destino será, como dije, la construcción de viviendas. 


En una primera instancia nos estamos proponiendo atacar el problema de los policías que viven en zonas 
rojas o están en situaciones de inseguridad; son alrededor de seiscientos que están en la zona metropolitana. 
La estrategia para este quinquenio sería, primero, atacar el problema de ese grupo y, luego, seguir 
promoviendo políticas en ese sentido. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Con respecto a este artículo, quisiera saber con qué monto 
cuenta el fondo de tutela policial para formar el fideicomiso. 


Por otra parte, me gustaría saber cómo se distribuiría en las diferentes poblaciones policiales a nivel nacional. 


Como se sabe, muchas veces el principal problema para construir viviendas son los terrenos. Las 
intendencias poseen terrenos y las de los departamentos del interior muchos más. A veces, el ejército los tiene 
en el medio del pueblo. En el caso de las intendencias, se pueden obtener por intercambio de múltiples 
servicios que se hacen con la policía. Esa podría ser una solución para conseguir los terrenos. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Con relación a este artículo, quiero hacer una pregunta. 


La constitución de este fideicomiso -mecanismo creado con el objeto de facilitar la administración de los 
recursos a través de la legislación, que le otorga beneficios- se financia con el aporte de 1% de las 
retribuciones nominales totales sujetas a montepío de todo el personal. Quisiera saber si el Ministerio del 
Interior ha pensado destinar una partida para colaborar en la constitución de este fideicomiso y, de esa 
manera, aumentar la cantidad de viviendas que se puedan realizar. Planteo esta inquietud porque en el 
pasado, en varios prepuestos, votamos la posibilidad de otorgar partidas por parte del Ministerio del Interior, 
precisamente para la construcción de viviendas del personal policial. Esto no solo está referido a lo que se 
pueda descontar de los salarios, sino a los aportes que a través del Inciso 04 se puedan hacer con el objeto de 
la construcción de estas viviendas. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Ya hubo fondos para la construcción de viviendas, que se 
acumularon pero no se construyó. Entonces, ante este problema, planteamos el aporte de ese 1% para 
la creación de un fideicomiso y, a su vez, la participación de representantes de los sindicatos policiales 
para resolver sobre el uso de los fondos y para que no vuelva a pasar que se recauda para la 
construcción de viviendas y luego no se construyen. 


El otro aspecto a tener en cuenta es que el Ministerio puede colaborar -ya lo ha hecho- con el terreno para 
construir las viviendas, lo que abarata el proceso. Ese es el camino que nos hemos fijado, y hemos contado 
con el apoyo de los funcionarios que necesitan la vivienda y participan a través de los sindicatos. 


SEÑOR CARRERA (Charles).- Como decía, para atacar este problema nos proponemos una política 
integral que tenga diferentes dimensiones. 


El Estado uruguayo ya tiene un cúmulo de políticas de vivienda. En ese sentido, en este grupo de trabajo que 
creamos en el Ministerio del Interior, en el que participan los funcionarios, estamos proponiendo 
incorporarnos a las políticas que viene desarrollando el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. Creo que debe haber más de dieciséis cooperativas de funcionarios policiales y civiles que 
están haciendo lo mismo que nosotros. 


Como decía el señor ministro, nosotros colaboramos con los terrenos y también aportando un grupo de 
técnicos de la Dirección Nacional de Asuntos Sociales que destraba algunos problemas burocráticos, por 
ejemplo comunicándose con OSE o con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. Este es el desarrollo de una política. 


Hay otra política que se aplica tiene que ver con Mevir, que construye en terrenos del Ministerio del Interior. 
Se trata de un complejo destinado a varios pobladores de una localidad y se deja un cupo de viviendas que 
nosotros ocupamos con funcionarios del Ministerio del Interior. 


En esta etapa el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente está licitando para 
comprar viviendas usadas; es un cupo de cerca de setecientas viviendas. Nosotros lo estamos difundiendo en 
la órbita de nuestros funcionarios para que ellos también se beneficien con estas políticas que desarrolla el 
Estado uruguayo. 


La Dirección Nacional de Asuntos Sociales otorga un préstamo, que creo se llama “Yo construyo”, con un 
interés muy bajo y que es para pequeñas refacciones que tengan que hacer los ciudadanos comunes, al que 
los funcionarios policiales también se están sumando. 


Tenemos una problemática extra: lamentablemente, un número importante de nuestros funcionarios vive en 
asentamientos irregulares y zonas rojas. El año pasado hicimos un censo que arrojó la cifra de seiscientos 
funcionarios en esas condiciones. La propuesta que acordamos con el colectivo de trabajadores es que, en 
este quinquenio, primero vamos a atacar el problema de los funcionarios en situación de vulnerabilidad, que 
viven en zonas rojas. Nuestra intención es tratar de sacarlos de esa situación en la forma que ellos deseen, 
usando estos fondos, que son alrededor de US$ 4.100.000 al año. La distribución de este dinero ya está 
acordada, por lo menos para este quinquenio, con las actuales autoridades del Ministerio. 


Como dije, primero vamos a atacar los problemas de la zona metropolitana, que es donde hay situación de 
vulnerabilidad y, después, vamos a seguir desarrollando políticas. 


Por otra parte, quiero señalar que también estamos siendo flexibles con algunas cooperativas del interior del 
país que tienen dificultad para acceder a los terrenos. Hay una cooperativa en Artigas a la que podríamos 
ayudar con este fondo, pero necesitamos el consentimiento de todas las partes, es decir de las autoridades del 
Ministerio del Interior, de la Dirección Nacional de Asuntos Sociales y de las autoridades de los distintos 
gremios que participan, y después, cuando salga el préstamo, la cooperativa lo puede reembolsar. Estamos 
abiertos a ayudar en situaciones como estas. 


Reitero, la primera definición política tomada es atacar el problema de las personas que viven en situación de 
vulnerabilidad y riesgo en la zona metropolitana. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Agradezco la información que se ha brindado. 


Simplemente, solicitaría que nos remitiera información acerca de cuántas son las cooperativas y las 
soluciones habitacionales que en los últimos años se ha brindado por todo concepto al personal de la Policía 
nacional, para contar con la información a la que hacía referencia el señor director. 


Quiero dejar constancia de mi preocupación en cuanto a la administración de los fondos. Desde hoy se está 
diciendo que la constitución de este fideicomiso dependerá del Ministerio del Interior, de la Dirección de 
Asuntos Sociales y de los sindicatos. A mí no me parece mal que las organizaciones de sindicatos participen, 
pero quiero dejar constancia de que hay una inmensa cantidad de policías que no están afiliados ni militan en 
ningún sindicato, y no quiero que en el futuro sea óbice para poder acceder a una vivienda el hecho de estar 
afiliado o no a un sindicato. Como esto ha sucedido, lamentablemente, en otras actividades de la vida 
nacional, y quienes no pertenecían a algunos sindicatos han pagado altísimos precios por no haber 


pertenecido a la hora de encontrar soluciones a otros temas que no tienen nada que ver con este, vale la pena 
traer el ejemplo y dejar la constancia de que estaremos vigilando muy de cerca que el acceso a estos sistemas 
esté asociado con las necesidades del personal y no con estar o no integrando un sindicato de la Policía 
Nacional. 


En algún momento se dijo que este tema se estaba manejando. No me parece mal que se haga con los 
sindicatos -hoy hay varios en la órbita de la Policía-, pero que esto no sea un impedimento para que quien no 
participa de la vida gremial mañana no pueda acceder a los beneficios que a través del artículo 37 se pretende 
otorgar al personal policial. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Me quedó una duda con respecto al artículo 35, que refiere a los 
ascensos por mérito. El inciso segundo dice: “El ascenso por mérito con carácter honorario generará 
todos los derechos y obligaciones inherentes al cargo al que se ascienda, con excepción de los 
presupuestales [...]”. 


En realidad quiero saber cuáles son esos derechos y obligaciones. Si se refiere a los salariales u otros, y si los 
presupuestales se vinculan específicamente con los salariales. 


SEÑOR CARRERA (Charles).- Se refiere a los derechos y obligaciones al grado, porque uno puede 
ascender en forma honoraria. Desde el punto de vista presupuestal, para ocupar el cargo tiene que 
existir una vacante. Primero se tienen que dar los ascensos ordinarios del grupo de funcionarios que 
tengan los derechos, y después los ascensos por mérito, que son aquellos que se disponen al final del 
año policial. Esto es en reconocimiento de los destaques de los funcionarios a nivel nacional. Se trata de 
un grupo de funcionarios policiales que se han destacado en actuaciones policiales. La nómina se eleva 
al director de Policía, quien hace un análisis a través de sus unidades, y si está de acuerdo, nos 
comunica a nosotros si cumplen con los requisitos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado)- ¿Y la remuneración? 


SEÑOR CARRERA (Charles).- La remuneración la va a tener cuando ocupe presupuestalmente el 
grado. Por eso, en principio el ascenso es honorario. 


Nosotros compartimos las observaciones que hizo el señor diputado Penadés. Le dimos participación a estos 
gremios, que son los más representativos, porque estamos manejando fondos que son de los funcionarios 
policiales en actividad. Queremos que haya una mirada externa, para que se dé el fiel cumplimiento del 
objetivo, que fue destinarlos a las políticas de vivienda. 


Lamentablemente, en el pasado se han mal utilizado fondos que eran destinados a viviendas. Entonces, lo que 
se busca es darles participación social para que controlen. Ellos no van a definir quiénes son los beneficiarios 
de estas políticas. Los beneficiarios de estas políticas serán policías que ya están censados por el censo que 
realizó el Ministerio del Interior, que están identificados y que tienen nombre y una cédula. Para los que 
quieren salir de una zona determinada, esta es una oportunidad. 


Estamos siendo muy profesionales en esto. Tenemos un convenio con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que nos va a dar apoyo técnico para los destinatarios de esta 
política. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar una constancia con relación a la preocupación del diputado 
Penadés sobre el tema de la vivienda y la participación de los sindicatos. 


Nosotros creemos que ha sido todo un acierto la posibilidad de organización de los sindicatos policiales, que 
durante tantos años reclamaron hacerlo. También me parece un gran acierto que el Ministerio del Interior 
comparta y consulte estos temas sociales tan importantes a los sindicatos organizados. Sin perjuicio de ello - 
lo acaba de decir el señor director, y tiene que ver con la preocupación del señor diputado Penadés, que todos 
compartimos-, si bien la participación de los sindicatos es muy importante también lo es la de los 
funcionarios que no están vinculados con él, a fin de que puedan estar contemplados en los distintas 
soluciones habitacionales que desde el Ministerio del Interior y desde las políticas nacionales se plantea. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Queremos agradecer las palabras de los distintos legisladores 
respecto al comisario general Julio Guarteche. 


Quizás se hayan quedado cortos con respecto a lo que él significó en todo este proceso, desde el 2010, ya que 
fue excelente su actuación. 


En oportunidad de ser designado el director de la Policía Nacional, comisario general Mario Layela, Julio 
Guarteche mandó leer a otra persona un discurso que tenía preparado, porque tenía miedo de quebrarse. Ese 
discurso fue excelente desde todo punto de vista. Nosotros hicimos una publicación, un librito con él, que 
queremos enviar a todos los diputados. Realmente deja mucha cosa desde el punto de vista policial, ético y 
moral que nos parece que vale la pena compartir. 


Nuevamente agradezco las palabras de todos ustedes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, ese librito se podría agregar a la versión taquigráfica 
de la sesión de hoy. 


(Apoyados) 

——-Agradecemos la presencia del señor ministro y de toda la delegación que lo acompaña. 
La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 15. 

(Es la hora 13 y 20) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 15 y 15) 


(Ingresan a sala autoridades del Ministerio de Educación y Cultura) 


Continuando con el tratamiento de la rendición de cuentas y balance de ejecución presupuestal ejercicio 
2015, la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el agrado de recibir a una delegación 
del Ministerio de Educación y Cultura, integrada por la señora ministra, doctora María Julia Muñoz; por la 
subsecretaria, señora Edith Moraes; por el director general de Secretaría, doctor Jorge Papadópulos; por la 
directora nacional de Educación, señora Rosita Inés Angelo; por el director nacional de Cultura, señor Sergio 
Mautone; por la directora nacional de centros MEC, señora Glenda Rondán; por el director de Innovación, 
Ciencia y Tecnología para el Desarrollo, señor Gabriel Aintablian; por el director de Asuntos 
Constitucionales, Legales y Registrales, doctor Jorge Pablo Maqueira; por el vicepresidente del Consejo 
Directivo del Sodre, señor Doreen Javier Ibarra; por la directora de Televisión Nacional de Uruguay, señora 
Adriana González; por el director de Cine y Audiovisual Nacional, señor Martín Papich; por el director del 
IMPO, señor Gonzalo Reboledo; por el gerente de Programación y Gestión Financiera, contador Alejandro 
Lima; por el asesor de subsecretaría, sociólogo Sergio Lijtenstein; por la asesora de dirección, contadora 
Lilián Morales, y por el asesor de dirección, doctor Ignacio Soba. 


El tiempo es acotado debido a que la hora 16 se reúne la Cámara, por lo que si se considera preciso, tendrán 
que presentarse nuevamente. 


Corresponde ingresar al análisis del Inciso 11, que comprende a los artículos 77 a 81, inclusive. 
SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Es una satisfacción estar en este recinto. 


Debido a la premura del tiempo, seremos breves y contestaremos las inquietudes de los diputados, y si no es 
posible, las enviaremos por escrito. 


SEÑORA ANGELO (Rosita).- Los artículos 77 y 78 refieren al Programa Nacional de Educación y 
Trabajo -los Cecap-; son centros que atienden a población de entre quince y veinte años donde reciben 


una formación destinada a su inclusión socio profesional y también a su reinserción en las trayectorias 
educativas de la educación formal. 


Tenemos diecinueve Cecap, que atienden a 3.254 estudiantes. Mediante estos artículos lo que se pretende es 
continuar con el despliegue de atención a esta población sobre la que venimos trabajando fuertemente en una 
doble línea en su articulación en las trayectorias educativas. 


Como ustedes sabrán, estamos en un fuerte trabajo de articulación con la ANEP, que nos permite que 
alrededor de más de la mitad de los estudiantes que ingresan a los Cecap, luego continúen su trayectoria a fin 
de culminar el ciclo a través de una serie de convenios suscriptos tanto con el Consejo de Educación de 
Enseñanza Secundaria como con el Consejo de Educación Técnico Profesional. 


Por otro lado, también en la trayectoria socio profesional tenemos una serie de acuerdos cuyos principales 
actores son las intendencias municipales y algunas asociaciones como Inefop, permitiendo rápidamente el 
ingreso de los egresados a actividades sociolaborales. La idea de estos artículos es desplegar y extender la 
cantidad de estos centros que, reitero, en este momento son diecinueve. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Damos la bienvenida a la delegación. 


Mi inquietud tiene que ver con la ejecutividad en el tema. 


El artículo 77 establece la reasignación de $ 20.000.000 al programa Cecap, y el 78, otra reasignación de 
$ 20.000.000. Entre los dos artículos hay una reasignación de $ 40.000.000. 


Se están programando recortes para el 2017 -aparentemente es necesario- y el artículo 7” del proyecto 
establece una disminución de los créditos presupuestales para el Ministerio de Educación y Cultura de 
$ 114.000.000. 


Estos $ 40.000.000 que supuestamente no se gastaron y se van a reasignar, ¿cómo cierran con la disminución 
de $ 114.000.000 en 2017 para el Ministerio de Educación y Cultura? 


SEÑOR PAPADÓPULOS (Jorge).- Efectivamente, como ha expresado el señor diputado Lafluf 
Hebeich estamos proponiendo una reasignación de créditos. 


En el artículo 77 estamos proponiendo reasignar créditos de funcionamiento de diversas unidades ejecutoras 
que no afectan sustancialmente su funcionamiento; son un total de $ 20.000.000. 


En el artículo 78 estamos realizando una reasignación también de $ 20.000.000 del rubro 0 para el 
funcionamiento de los Cecap. 


En rigor, no afectan sustancialmente el funcionamiento ni las necesidades de recursos humanos del 
ministerio. Si bien es cierto que está previsto un recorte de $ 114.000.000 para 2017, también es cierto que el 
ministerio no ejecutó el 25% del rubro O debido a que hace más de veinticinco años que no ha habido 
reestructuras, por lo que hay un número muy importante de vacantes. Además, hay bolsones de dinero 
destinados a compensaciones correspondiente a gente que se ha retirado que se puede utilizar para esta 
reasignación, sin causar perjuicio al funcionamiento ni a los funcionarios del ministerio. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Lo entendí perfectamente. Pero si hay $ 40.000.000 que se 
pueden ahorrar y no se resiente lo que no se asignó que está funcionando bien -los centros Cecap están 
funcionando bien-, en momentos de planes de recortes de inversiones y de gastos, ello podría significar 
un ahorro para el ministerio. 


SEÑOR PAPADÓLUS (Jorge).- Para el Ministerio de Educación y Cultura, el área de educación en la 
que estamos directamente involucrados, atiende a la población más vulnerable del país. Es un ejercicio 
de profundización en la inclusión social a través del despliegue, como decía la directora nacional de 
Educación, de nuevas acciones y de nuevos centros Cecap que apuntan a la inclusión de un número 
mayor de jóvenes que no pueden ser captados por las modalidades formales de educación. 


En conjunto con la ANEP, hicimos un trabajo en el que se apunta a un tránsito desde las modalidades no 
formales de la educación hacia las modalidades formales. Nosotros apuntamos -como un principio de justicia 
social- a hacer el mayor esfuerzo de inversión en los sectores más vulnerables de nuestra sociedad, sobre los 
cuales tenemos involucramiento directo, como es el caso de estos jóvenes que son atendidos por los servicios 
del Ministerio. 


SEÑOR MIER (Sergio).- Provengo del departamento de Treinta y Tres, donde felizmente contamos 
con un Cecap. Me enorgullezco en decir que funciona muy bien; lo digo como ciudadano y como 
maestro. Ustedes dijeron que la intención es extender el servicio de los Cecap a distintos lugares. 
Pensando en Vergara, en Santa Clara, en mi pueblo ¿a partir de qué fecha lo harían? ¿A partir de 
2017? 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Insisto en el informe que el señor director general brindó con relación 
a la reasignación de dineros en los ejercicios 2017 y 2018. Dicha reasignación tiene cifras considerables 
en algunos programas. Me gustaría conocer cuáles son los programas que se verán disminuidos porque 
se trata de cifras realmente trascendentes. El director general hizo una aseveración que me gustaría 
confirmar. Dijo que en los últimos veinticinco años el Ministerio de Educación y Cultura no ha hecho 
reestructura de ningún tipo. El presupuesto oportunamente aprobado contiene una serie de partidas 
que no se pueden ejecutar, producto, por ejemplo, de que existen vacantes. Quisiera que sumaran ese 
dinero y nos dijeran a cuánto asciende. Debemos conocer el presupuesto real del Ministerio. Una cosa 
es el verdadero presupuesto y, otra, el que se tiene planificado. Quizás en ese sentido podamos ayudar a 
la bancada de gobierno, buscando lugares donde recortar y destinando ese dinero a otras áreas de la 
rendición de cuentas en las que nos preocupa mucho su posible financiación. 


SEÑORA ANGELO (Rosita).- En Treinta y Tres se viene articulando fuertemente. Tenemos como 
socios a una serie de actores locales. Efectivamente, durante este año ya se comenzó a trabajar en 
Vergara. En todos los Cecap se inició un trabajo que tiene que ver con un proceso previo de orientación 
a los estudiantes. La idea es hacer un seguimiento para ver quiénes están en condiciones de acceder a 
tramos formales y quiénes, por edad o trayectoria, deberían tener otro proceso. Efectivamente, 
Vergara está dentro de esos planes. 


Uno de los puntos de despliegue que recién señaló el director general consiste en que, en articulación con la 
Administración Nacional de Educación Pública, los montos destinados estén articulados en atención a los 
territorios, a una población. Tiene que pensarse en un trabajo de trayectorias educativas que miramos juntos 
desde el sistema educativo del Estado. 


En ese sentido, territorios como Treinta y Tres son espacios en los que se han privilegiado cuestiones de 
género y de distancias. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Entiendo la pregunta del señor diputado 
Penadés. Con relación a los créditos de 2016, lo que postergamos para 2017 refiere a cifras pequeñas. 


Compartimos en su totalidad la política económica del gobierno. Hemos acordado esas cifras con el 
Ministerio de Economía y Finanzas. Hemos discutido en profundidad con todo el equipo del Ministerio. 
Tenemos la firme voluntad de insistir en la calidad del gasto. El momento histórico del país así lo requiere. 


En cuanto a la gestión, hay propuestas para hacer modificaciones desde la Dirección General de Secretaría 
hacia todas las unidades ejecutoras. Esto nos permite cumplir con los objetivos trazados y tener un plan que 
no signifique la pérdida de actividades propias del Ministerio. La Dirección General de Secretaría está 
trabajando para que muchas unidades ejecutoras tengan servicios centralizados en lo que tiene que ver con la 
contabilidad, con el pago de los sueldos y con los recursos humanos. Esto nos permite ahondar en la calidad 
del gasto y también realizar compromisos de gestión a corto y mediano plazo en muchas de las unidades 
ejecutoras. En algunas ya se está realizando. El director general de Secretaría podrá ahondar en los 
procedimientos que se llevarán adelante en apoyo al resto de las unidades ejecutoras. 


SEÑOR PAPADÓPULUS (Jorge).- Voy a comenzar por los números. En lo que hace al funcionamiento, 
la postergación es menor. De dieciséis unidades ejecutoras que tiene el Ministerio -como saben, es 


enormemente complejo-, ocho postergan gastos; la mitad. La Dirección General de Secretaría tiene un 
crédito de casi $ 147.500.000 y hace una de las mayores postergaciones, que asciende a $ 5.000.000. 
Esta es una cifra menor frente a los $ 147.500.000 de que disponemos. La Dirección Nacional de 
Cultura está haciendo una postergación de $ 4.000.000. Aquí ya tenemos $ 9.000.000, lo que indica que, 
en rigor, en términos de funcionamiento, estamos afectando poco. 


A veces, estas situaciones se convierten en oportunidades para mejorar la calidad del gasto y la gestión. 
Desde el año pasado venimos realizando un esfuerzo para llevar adelante un proceso de reestructura. Uno de 
los elementos centrales es el reforzamiento de la Dirección General de Secretaría, permitiendo que las 
unidades ejecutoras que se dedican a áreas sustantivas -como las de patrimonio, educación y cultura- puedan 
desprenderse de actividades que nosotros asumimos que son de servicio. Nuestra función como Dirección 
General de Secretaría es brindar servicios en lo que hace al pago de salarios, a la liquidación de sueldos, a 
asesoramiento jurídico, a obras y servicios, y a sistemas informáticos. Aprovechando esta situación -ya lo 
habíamos mencionado en nuestra comparecencia durante la elaboración del presupuesto- venimos trabajando 
en la reestructura. La reducción de los créditos en el rubro 0 va a limitar el ingreso de personal nuevo, lo cual 
puede ser bueno, en la medida en que tengamos la capacidad de planificar mucho mejor las actividades. 
Como bien saben los diputados, la forma de evaluar el gasto de nuestro Estado es a través de la ejecución 
presupuestal, pero es bastante insuficiente a la hora de hacer evaluación de política pública. 


Nuestro objetivo es fortalecer la Dirección General, creando un área de planificación estratégica que pueda, 
en ese proceso, planificar junto con el resto de las direcciones el conjunto de sus acciones y construir baterías 
de indicadores ex ante, para poder medir y hacer transparente nuestra gestión hacia el Estado y la sociedad y, 
al mismo tiempo, mejorar la calidad del gasto. Hoy tenemos información para decir cuánto gastamos, pero es 
difícil que el Estado central, por su construcción histórica, pueda decir qué tan eficientemente está gastando. 
En un proceso de modernización del Estado, tanto la planificación estratégica como la construcción de 
sistemas potentes de información que permitan una mejor gestión de los recursos humanos, del sector 
financiero y también de las acciones políticas, planes y programas concretos que se lleven adelante, 
permitirán mejorar no solamente la calidad del gasto, sino también hacer más eficiente la utilización de los 
recursos materiales, financieros y humanos de que dispone nuestro Ministerio. Esperemos que así sea en el 
conjunto de la Administración central. 


Como señalaba la señora ministra, la idea es avanzar en los compromisos de gestión que hoy se llevan 
adelante en la Dirección General de Registros. Será un proceso paulatino, debido a la complejidad que 
implica el aprendizaje institucional en los procesos de planificación estratégica y de compromiso de gestión. 
Podremos ir avanzando, en negociación con el Ministerio de Economía y Finanzas, en componentes de 
salario fijo y de salario variable que permitan premiar la buena gestión de los funcionarios y el cumplimiento 
de las metas y los objetivos trazados en la planificación estratégica. 


Repito: no es un proceso que pueda realizarse de un día para otro. Desde el año 1986 el Ministerio no ha 
tenido una reestructura. Aprovechamos esta oportunidad para llevar adelante una reestructura que no solo sea 
de puestos de trabajo y organización, sino que también mejore la gestión. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quiero confirmar una información que el señor director general ha 
mencionado en dos oportunidades. ¿Desde el año 1985 el Ministerio de Educación y Cultura no ha 
hecho ningún tipo de reestructura funcional? ¿No ha habido reestructura de carácter funcional en 
ninguna parte del inciso? Hago esta pregunta porque cuando estuvo aquí el director de la Oficina del 
Servicio Civil dijo que en los últimos años se había reestructurado todo el Estado; por eso me surge la 
duda. 


Con relación a los programas, quisiera hacer una consulta con respecto al porcentaje de ejecución sobre el 
crédito del año pasado. En la página 448 del Tomo II “Planificación y Evaluación” del Anexo IV hay un 
cuadro en el que muestra que la Dirección de Educación ha ejecutado solamente 46,3% de las partidas 
previstas para su ejecución. Me gustaría que me explicaran a qué refiere esta información. 


Mi siguiente pregunta está relacionada con algunas economías que, supongo, son las que aparecen en el 
cuadro con un signo negativo adelante. En el Programa 012 “Dirección de Innovación, Ciencia y Tecnología 
para el Desarrollo”, en el artículo 77 se prevé una economía de $ 6.000.000. Me gustaría saber si esto no 
termina afectando en algo a una dirección como esta, que consideramos estratégica. Formulo la misma 


pregunta para la Dirección de Cultura, en el Programa 280 que prevé una economía de $ 4.000.000. Nos 
gustaría saber si estas economías no afectarán el funcionamiento de estas direcciones. 


SEÑOR PAPADÓPULOS (Jorge).- No tenemos aquí la información referida al 46,3% de la ejecución; 
se la podemos hacer llegar por escrito. 


Si bien el señor director de la Oficina del Servicio Civil manifestó que se habían realizado reestructuras, 
quiero decir que son reestructuras parciales menores, que se realizan porque la realidad del funcionamiento 
va superando las estructuras organizativas, que han llevado a ciertos niveles de informalidad en toda la 
Administración pública. Muchas veces no se concursa para los cargos o en la legislación no está claramente 
establecido el formato. No puedo hablar por otros incisos en los que sí ha habido reestructuras. En el nuestro 
ha habido ajustes parciales -no diría reestructuras- debido a la necesidad de transformación que se ha dado a 
lo largo del tiempo, sin que ello implicara una reestructura de funcionamiento, de los cargos o de las 
funciones de la Administración. 


Por otra parte, como ustedes saben, está a estudio del Parlamento un proyecto de transformación productiva 
que prevé la creación de una Secretaría Nacional de Ciencia y Tecnología. Como ya habíamos manifestado al 
momento de plantearse la rendición de cuentas, visualizamos que la Dirección Nacional de Ciencia y 
Tecnología tendría un peso menor dentro del Ministerio de Educación y Cultura. Nosotros prevemos una 
disminución; de hecho, ya estamos teniendo una disminución en el funcionamiento de esta Dirección. Eso 
implicó que la decisión tomada colectivamente dentro del Ministerio llevara a una disminución 
proporcionalmente mayor de los gastos de funcionamiento para el año 2016 de esta Dirección que la aplicada 
para el resto, que no planeamos que dejen de funcionar. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Aprovechando que tenemos el gusto de contar con la presencia del 
vicepresidente del Sodre, señor Doreen Ibarra, querido amigo de esta Casa y exlegislador, 
especializado en temas presupuestales, quisiera consultarlo por el recorte de $ 1.500.000 para el Sodre, 
previsto en el artículo 77. ¿Qué servicios prevé el Sodre que puedan verse afectados por esta 
reducción? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Previamente, queremos saludar a la señora Glenda Rondán, exlegisladora, 
que también estuvo esta Casa. En una oportunidad anterior cometimos una omisión absolutamente 
involuntaria al no nombrarla. Tengo en mi memoria ese error y pretendo corregirlo en esta 
oportunidad. 


SEÑOR IBARRA (Doreen).- Saludo a todos los integrantes de la Comisión y también a los 
funcionarios. 


Lo que nos pregunta el diputado Penadés está vinculado directamente con la Unidad Ejecutora 016, Programa 
280, y corresponde a una disminución de $ 1.500.000. Esto tiene que ver directamente con funcionamiento. 
Es una cifra sumamente menor, pero a partir del 1? de enero de 2017, cuando comience a regir esta rendición 
de cuentas, vamos a hacer un análisis profundo para encontrar la forma -junto con la Dirección General del 
MEC- de cumplir con ese requisito. 


Estamos totalmente de acuerdo con el ajuste de algunas cuentas por lo que ya han expresado en esta sala las 
distintas delegaciones del Poder Ejecutivo. Se trata de una suma menor que aporta a la reasignación de los 
$ 20.000.000; vamos a cumplir con ello. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Pasamos a analizar el artículo 79. 


Se trata de una leve modificación, por la que se sustituye el artículo 380 de la Ley N* 16.736. La redacción 
será la siguiente: “Se reserva a las instituciones terciarias privadas, cuya solicitud de autorización para 
funcionar y de reconocimiento de nivel académico cumplan con las normas vigentes, el uso de la 
denominación 'universidad' o sus derivados, así como atribuir carácter 'superior' a la enseñanza que impartan 
y aplicar a sus carreras y títulos las denominaciones "licenciatura", 'licenciado', 'especialización', 
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'especialista',” -esta se agrega porque no estaba y es necesario- ““maestría', magister", 'doctorado' y 'doctor' 
[...]”, quedando las demás igual a como figuraban en la ley original. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Después de comparar lo que se proyecta con la disposición vigente, 
entiendo que en el segundo inciso se agrega un elemento más, que refiere a la Ley N* 17.163, de 
Fundaciones, que hoy no está vigente. Esta inclusión refiere al ejercicio de las potestades que el Poder 
Ejecutivo y el Ministerio de Educación y Cultura pueden ejercer. ¿A qué obedece esa incorporación? 
¿Cuál es el fundamento? 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- La Directora Nacional de Educación, señora 
Rosita Angelo, contestará la pregunta. 


SEÑORA ÁNGELO (Rosita).- Efectivamente, este artículo, como muy bien ha señalado el señor 
diputado, tiene como objeto enfocarse en las competencias que tiene el MEC para la regulación de la 
educación terciaria privada y superar algunos desfases que tenía la normativa -que tiene como marco 
la ley de 1996- respecto al Decreto N” 104, de 2014, que hoy regula su funcionamiento. 


En el anterior artículo no estaban contempladas las entidades que no estaban registradas como fundaciones. 
Dicho artículo solo hacía referencia, en su segundo párrafo, a que el Poder Ejecutivo y el Ministerio de 
Educación y Cultura podrían ejercer, respecto a las instituciones infractoras de esta disposición, cualquiera 
fuera su naturaleza jurídica, las potestades que respectivamente les confería el Decreto Ley N* 15.089, que 
refería a asociaciones civiles. 


Hoy, tenemos nueve instituciones con carácter de instituto universitario, cuatro universidades y un número 
importante de instituciones que están solicitando su habilitación. Como en algunos casos responden al 
carácter de fundación, es necesario ampliar el marco de la norma. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Queda claro que son atribuciones específicamente referidas a las 
fundaciones, pero que también se pueden aplicar a las que no lo son. Deduzco que ese es el sentido de la 
incorporación. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Exactamente. 
El artículo 80 será explicado por el Director Nacional de Cultura, señor Sergio Mautone. 


SEÑOR MAUTONE (Sergio).- El artículo 80 establece: “Reasígnase en el Inciso 11 'Ministerio de 
Educación y Cultura', Programa 280 'Bienes y Servicios Culturales', Unidad Ejecutora 003 'Dirección 
Nacional de Cultura", Financiación 1.1 'Rentas Generales', del Objeto del Gasto 286.000 'Artísticos y 
Similares' la suma de $ 6.800.000 (seis millones ochocientos mil pesos uruguayos), al Programa 340 
"Acceso a la Educación", a efectos de financiar Horas Docentes, incluyendo este importe aguinaldo y 
cargas legales”. 


Uno de los cometidos que tenemos como Dirección Nacional de Cultura es la promoción de los derechos 
culturales. Esto implica no solo la accesibilidad por parte de nuestra ciudadanía, sino también el derecho a la 
creación artística. Para dar cumplimiento a este cometido estamos impulsando la discusión de un plan 
nacional de cultura, a nivel de todo el territorio nacional, así como sembrando las bases para crear un sistema 
de circulación de bienes artísticos, que estamos trabajando conjuntamente con las diecinueve Direcciones de 
Cultura de todo el país, a través de la Red Nacional de Directores de Cultura. 


Creo que estamos avanzando hacia un escenario en el que se aprovechen de mejor manera los recursos que 
hoy tenemos, abiertos a direccionar los fondos, las premiaciones y los fomentos al servicio de este esquema 
que recién explicaba, de manera de poder liberar dinero, hoy destinado a la contratación de espectáculos 
artísticos, para volcarlo al fortalecimiento de acciones territoriales que cumplan de mejor manera el cometido 
que tenemos. 


En este sentido, nuestra Dirección impulsa al menos tres programas exitosos, fábricas de cultura, usinas 
culturales y un área de trabajo con sectores sociales vulnerables, de manera de incorporarlos al mapa o al 
estamento social a través de acciones culturales, o de ayudar a que eso suceda. 


Para poder llevar adelante más eficientemente este ejercicio necesitamos estas horas docentes que estamos 
destinando desde el bolsón que señalábamos anteriormente. 


Esto no es un incremento del gasto sino una reasignación de recursos que nos permite utilizar de manera más 
eficiente este dinero. De hecho, podemos afirmar que buena parte de esos talleres hoy está cubierta por 
artistas, en calidad de tales. Nos parece más dignificante para su ejercicio que estos talleres sigan cubiertos 
por esos artistas, pero en calidad de docentes, que es el función que ejercen. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El artículo 81 será explicado por la directora 
de Televisión Nacional de Uruguay y directora del Servicio de Comunicación Audiovisual Nacional, 
Secan, señora Adriana González. 


SEÑORA GONZÁLEZ (Adriana).- En el año 2011 se autorizó a las Unidades Ejecutoras 024 y 016 a 
realizar contratos laborales para las funciones de radio y televisión. A fines de 2014 se reglamentó el 
Servicio de Comunicación Audiovisual Nacional. La Unidad Ejecutora 024 pasó a estar integrada por 
la Dirección de Radiodifusión Nacional, la Dirección de Cine y la Dirección de Televisión Nacional. A 
partir de conformar una misma unidad, las tres Direcciones están autorizadas a realizar esas 
contrataciones. 


Este artículo autoriza a la Dirección a financiar esas contrataciones. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Solicito al señor director Nacional de Cultura que nos haga llegar 
información respecto al artículo 80. No es una partida menor la que se redistribuye: son $ 6.800.000. 
Partimos de la base de que serán una serie de programas los que se dejarán de ejecutar, producto de 
que esto se transfiere al Programa 340, Acceso a la Educación. Pido que se nos detalle qué programas 
estaban planificados y no se podrán ejecutar y qué se pretende prefinanciar con esta partida, a la que 
el señor director ya hizo alguna mención. 


Como el tiempo apremia -es lo que dice el señor presidente, quien muy inteligentemente fijó la reunión con 
el Ministerio de Educación y Cultura una hora antes de la sesión de Cámara-, solicito que se envíe por escrito 
la información de los programas que se dejarán de ejecutar y la de los que se pretende llevar adelante. 


Nos parece correcto que los artistas puedan ser docentes, pero no entendemos cómo se pueden convalidar 
estos dos conceptos de la manera en que lo hizo el señor director. 


Nos queda claro que una serie de proyectos no se llevarán adelante desde el punto de vista de la contratación 
de artistas, pero sí desde el punto de vista de la contratación de horas docentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con la inteligencia de la unanimidad de esta Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda, se fijó esta reunión para hoy a la hora 15. 


SEÑOR MAUTONE (Sergio).- Con mucho gusto les haremos llegar la información pertinente. Solo 
quiero aclarar que no vamos a discontinuar ningún programa. Este es un elemento de innovación: 
estamos trabajando en conjunto con las Intendencias del país. Por lo tanto, la provisión de espectáculos 
artísticos en los distintos escenarios del país tendrá otras fuentes de financiamiento que no dependen 
exclusivamente del Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- De acuerdo a las normas referidas, en el artículo 81 estamos hablando de 
la modalidad de los contratos laborales. Aquí hay una autorización con un tope de gasto, de inversión o 
de destino para financiar estas contrataciones, de $ 1.800.000. Se supone que esto está referido a una 
partida que debió haber sido autorizada en la ley de presupuesto nacional, que es la que está 
mencionada aquí. ¿Qué características tiene esa partida? ¿Está referida específicamente a esto o 


también a otros gastos? En tal caso ¿de eso se destina esta parte para contratos laborales? ¿Cuántos 
contratos laborales serían, si es que ya está determinado? 


En cuanto a las reasignaciones de recursos que hace un rato planteaba el señor diputado Gustavo Penadés -no 
pretendo reabrir esa discusión-, se me plantea una duda muy profunda con relación a la Secretaría de Ciencia 
y Tecnología. El doctor Jorge Papadópulos dijo que hay un proyecto de ley para crear la Secretaría de Ciencia 
y Tecnología. Luego, nosotros creamos la Secretaría de Ciencia y Tecnología en el ámbito de la Presidencia 
de la República, si no recuerdo mal en la instancia de la ley de presupuesto. Cuando eso se discutió se nos 
anunció que la Dicyt iba a desaparecer y que el Ministerio de Educación y Cultura enviaría un proyecto de 
ley al Parlamento, para evitar la duplicidad, porque los dos organismos tenían la misma competencia: el que 
se creaba en la ley de presupuesto y la histórica Dicyt. Recuerdo que la señora ministra en aquel momento no 
tenía claro si venía ya en el proyecto de ley de presupuesto o aparte. Luego se nos dijo que vendría por ley 
aparte. 


Advierto que creamos la Secretaría de Ciencia y Tecnología en la Presidencia de la República, que se estaría 
creando otra Secretaría de Ciencia y Tecnología en ese proyecto que mencionó el señor director general, y 
que la Dicyt vive y lucha. Quisiera que se aclarara esto, porque es un aspecto importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se puede responder en unos pocos segundos, deberemos pedir 
autorización a la Cámara para seguir sesionando. 


SEÑORA GONZÁLEZ (Adriana).- Este monto que se va a trasponer surge del artículo 7” de la Ley 
N”* 18.284, que es la es la que creas el Instituto del cine y el audiovisual del Uruguay, que prevé que se 
puede asignar hasta un 10% para costos de gestión. De ahí saldría esta financiación. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- La segunda consulta del señor diputado Pablo 
Abdala será respondida por el director de Innovación, Ciencia y Tecnología para el Desarrollo, señor 
Gabriel Aintablian. 


SEÑOR AINTABLIAN (Gabriel).- Tal como lo anunciamos en oportunidad de la ley de presupuesto y 
al tratarse la ley de transformación productiva y competitividad, en el artículo 21 se encomienda al 
Poder Ejecutivo a modificar la denominación, objetivos y cometidos de la Unidad Ejecutora 12, 
Dirección de Innovación, Ciencia y Tecnología, del Inciso 11, Ministerio de Educación y Cultura, a fin 
de ajustarlos a lo dispuesto en la ley, así como a establecer de modo uniforme la modalidad de control. 
Esto tiene que ver con la Secretaría creada por el artículo 34 de la ley de presupuesto. El artículo 21 
completa eso para que se transforme la Dicyt. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa agradece la presencia de las autoridades del Ministerio de 
Educación y Cultura. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 55) 


DISCURSO DE DESPEDIDA. 


En este mensaje final quiero expresar una serie de reflexiones que como ustedes comprenderán son fruto de 
la experiencia propia y de otros colegas cuyos aportes han resultado significativos para moldear mi forma de 
pensar. Seguramente cada uno de nosotros desde su lugar puede expresar las suyas. Hay mucho conocimiento 
y experiencia presentes en este lugar. 


1. La Policía Nacional es un Institución fundamental. 


Creemos esto? Estamos seguros? Podemos defender en cualquier foro esta posición? Estamos conscientes del 
valor de nuestro trabajo? La Policía Nacional no es una Institución que se sirve a si misma. Es una Institución 
de servicio que da cuenta de lo que hace o deja de hacer. Cumple un rol fundamental en el orden, la seguridad 
y la paz publica. A pesar de las abrumadoras demandas colocadas popularmente sobre los hombros de los 
Policías del Siglo 21, muchas de las cuales exceden nuestras competencias y responsabilidades, no es menos 
cierto que que la mayoria de las cuestiones relativas a la calidad de vida de los ciudadanos relacionadas con 
la seguridad, el orden publico y la convivencia dependen de nuestro comportamientos, de nuestra actitud, de 
nuestros compromisos. Somos funcionarios encargados del cumplimiento de 


la ley. Se nos han dado facultades extraordinarias, distintas al resto de las Instituciones de la Sociedad, para 
usarlas a favor de los ciudadanos y del orden y la seguridad necesaria para que exista una vida en sociedad 
cuya máxima expresión es la vida en democracia. 


Los ciudadanos tienen grandes expectativas en relación a nuestro trabajo y en la medida de nuestras 
capacidades humanas y profesionales debemos estar en condiciones de hacer nuestro mejor esfuerzo para 
satisfacerlas. 


2. No olvidemos el Juramento. 


El contenido del Juramento con el que tanto nos emocionamos en su momento sigue vigente. Si a esto le 
agregamos el contenido del Código de Ética de la Policía Nacional recientemente aprobado, el Código de 
Procedimiento Policial y las demás leyes, reglamentos y disposiciones que existen veremos que tenemos un 
buen marco de normas que nos hablan del valor del Honor, de la Moral y la Ética, palabras que popularmente 
parecen haber perdido su valor, sin embargo su practica, en cualquier orden de la vida, es mas necesaria que 
nunca, especialmente en una Institución como la nuestra cuya doctrina tiene su base en estos principios. 


2. El valor del trabajo en equipo. 


Probablemente una de las lecciones mas importantes que hemos recibido de las autoridades ministeriales 
provenga de la decisión de definir las estrategias en materia de seguridad con la Policía. Cada semana durante 
seis años se ha producido una reunión de un grupo de trabajo integrado por funcionarios políticos y policías 
para tratar todos los asuntos relacionados con la seguridad. Los del día a día, los tácticos y los estratégicos. 
Es una forma insuperable de trabajo. Las contribuciones de todos han enriquecido la toma de decisiones. 
Obviamente que la decisión final siempre es política por que la Policía no es una democracia. Es una 
Institución jerarquizada que responde a un mando que es el que toma las decisiones finales. Del mismo modo 
el modelo se puede replicar. Escuchar con atención y respeto. Tener en cuenta las opiniones de los demás. 
Dejar que fluyan las ideas. 


Todo esto no nos quita mando ni autoridad. Por el contrario los consolidan. En cuanto a los resultados un 
amigo me regalo una frase que dice: “Es increíble lo que se puede lograr si no te importa quien se lleve el 
mérito”. Seguramente cuando somos jóvenes nos importará el reconocimiento pero después de determinado 
tiempo en la carrera es conveniente que los méritos se los lleven los que vienen detrás de nosotros. Hay una 
máxima que lo engloba todo y expresa “Tantas ideas como sea posible, de tantas personas como sea posible, 
lo antes posible”. No busquemos la gloria personal. He escuchado demasiadas historias contadas en 


primera persona, incluso de mi propia boca. El yo debe ser sustituido por el nosotros. 
3. Somos servidores públicos. 


Somos servidores públicos. Ni mas ni menos. Se nos ha otorgado autoridad para servir. Estamos al servicio 
de nuestros ciudadanos. Nuestra es la responsabilidad de transformar la amarga experiencia de visitar una 
unidad policial generalmente asociada a una experiencia negativa en una experiencia positiva. Alguien 
expreso “un problema es un tesoro”. Una oportunidad para demostrarle cuanto nos importa su problema, 
cuan valiosa es su opinión, cuan caros sus derechos. El prestigio o la buena visión de la Institución esta 
basada en lo que haga o deje de hacer uno solo de sus integrantes. Se multiplica por decenas una buena 
experiencia con la Policía y por miles una mala atención o un exceso. Ninguna de las muchas tecnologías que 
hemos recibido puede substituir al ser humano. El ser humano es lo mas importante. Nuestra gente es la que 
resuelve los problemas. Si bien gastamos muchas horas de aula y de entrenamiento para situaciones difíciles, 
y esta bien, no menos cierto es que la mayoría de los problemas los solucionamos en la calidad del 


relacionamiento con los ciudadanos. Al decir de un colega y amigo, el arma mas importante que tiene un 
Policía es la palabra. Lo que diga o deje de decir, el tono de su 


voz, un modo paciente, conciliador y empatico, etc, marcan la diferencia de una buena atención o de la 
solución de un problema o por el contrario el inicio de otro generalmente mas grave. No solo debemos 
respetar los derechos humanos sino especialmente la dignidad humana. Partir de una situación de 
comunicación violenta hacia un dialogo civilizado es una manera inteligente de encausar las cosas hacia un 
trato digno para todos. 


4. La corrupción es el delito mas importante a 
combatir. 


La corrupción es el principal delito a combatir. No importa el Pais del mundo del que hablemos, ese es su 
principal delito. En los casos mas extremos debilita los sistemas democráticos No importa de la Policía que 
hablemos ese es su principal delito. En cualquier caso debilita a la Institución. Sobre la corrupción se 
deslizan otros delitos generalmente mayores que no solo afectan los derechos y los intereses de los 
ciudadanos sino que tienen consecuencias sobre la seguridad de los propios Policías. Debemos tener en claro 
que no hay lugar para individuos corruptos en la Institución. La Corrupción es una tragedia personal, una 
vergúenza familiar y un golpe a la confianza institucional. Todo a la vez. Hay demasiados ejemplos cercanos 
y dolorosos como para que esa practica sea todavía una opción. 


5. Los cambios en la Institución son permanentes, 
inevitables e impostergables. 


Recibir un legado no nos puede inmovilizar. El legado tiene que ver con los principios no con la 
administración de una Institución. Los tiempos, las costumbres, la tecnología, las personas, la delincuencia y 
las sociedades han cambiado. Que nos hace pensar que teníamos que seguir pensando y actuando del mismo 
modo que hace decena de años años? 


En mis comienzos como Oficial se media la capacidad de trabajo de un Comisario considerando como 
elemento principal la cantidad de detenidos que había en la Comisaria ante un echo. Es eso un legado? 


Los cambios de visión, de procedimientos, de legislación, de tecnologías aplicadas a la seguridad y la 
investigación, de medios de locomoción, de administración de las unidades, de estructura que se han 
efectuado en nuestra Policía no tienen parangón y tienen su origen en la conjunción de la voluntad política y 
la voluntad de los Policías que quieren los cambios. Si unas de esas patas no esta presente las reformas no 
son posibles. El nuestro es uno de los únicos ejemplos en Latinoamérica. En el otro extremo existe un 
ejemplo de un País en el cual fracasaron 23 reformas en 24 años. 


6. La disciplina táctica. 
Las operaciones policiales no se hacen a cualquier costo ni de cualquier manera. Todas las 


disposiciones vigentes tienen como propósito una mayor seguridad de los Policías, una mejor administración 
de los apoyos humanos y materiales, una mayor segundad en el manejo de la información y la obtención de 
mejores resultados mediante la coordinación con Unidades especializadas. En la historia de la Institución hay 
demasiados ejemplos, trágicos inclusive, por no poner el énfasis necesario en este punto. Ha habido un 
cambio significativo en el que se debe insistir y profundizar. 


7. La criminalidad que sufrimos en gran parte responde a las necesidades de una parte de la Sociedad. 


El Crimen Organizado y la criminalidad común históricamente se han involucrado en actividades lucrativas 
para satisfacer las demandas que sectores de misma sociedad están dispuestas a pagar. Se hurta por que habrá 
compradores, se trafica drogas por que habrá consumidores dispuestos a pagar, se fomenta la prostitución 
infantil por que hay integrantes de nuestra sociedad dispuestos a ponerle un precio a sus aberraciones, se 
produce la pornografía infantil por que hay individuos dispuestos a consumirla, etc, etc. Casi todos los delitos 
son para obtener lucro. 


Es decir que la necesidad que tiene la parte transgresora de la sociedad de bienes y servicios y ¡legales es 
percibida por los grupos de crimen organizado y también la criminalidad común que 


siguen el camino del dinero para decidir donde concentrar sus esfuerzos. 
8. El registro adecuado de la información y la producción de inteligencia. 


Registrar todos los eventos, aun el ruido de la calle es de importancia capital para que aquellos que tienen la 
capacidad y responsabilidad de encontrar y colectar grandes cantidades de información y darles sentido. 
Entender no permitirá la toma de decisiones con el menor grado de incertidumbre posible y tomar decisiones 
es lo que hacemos a diario. 


9. El aprendizaje es continuo y la responsabilidad de que así sea es nuestra. 


Nos capacitamos los policías de todas las jerarquías no para que meramente estemos bien informados. Nos 
capacitamos para que pensemos, nos expresemos, argumentemos y especialmente actuemos de acuerdo con 
las nuevos desafíos presentes y futuros que tenemos y tendremos que enfrentar. Ademas de la capacitación 
que recibimos, además de la que podemos recibir de contrapartes de otros Países mas avanzados que 
nosotros; es nuestro deber personal buscar información e instrucción que nos prepare para ejercer un 
liderazgo eficaz que a a vez nos permita un mejor desempeño. Hay abundante bibliografía afuera. En 


los últimos años la academia se ha interesado por los temas relacionados con la seguridad, el liderazgo, la 
administración del personal realizando significativos aportes. Al conocimiento hay que buscarlo, leerlo y 
analizarlo. Siempre encontraremos material de aplicación en la Policía. 


10. El bienestar del personal. 


Cuando nos preguntan donde trabajamos respondemos soy Policía. No decimos trabajamos en la Policía. Eso 
dice mucho de cuan profundo es el sentimiento de un Policía. Eso tiene muchas ventajas para la Institución y 
en muchas ocasiones desventajas personales difíciles de manejar. Sin dudas la de ser Policía es una aventura 
en la que personas comunes protagonizamos eventos extraordinarios. Somos espectadores y actores de 
primera línea de, casi siempre, el acontecer mas oscuro de la Sociedad. Un Policía de años es un cúmulo de 
experiencias, vivencias y conocimiento sobre la naturaleza humana que en ninguna otra profesión es posible 
experimentar. Somos los que ayudamos a tratar las enfermedades sociales que no provocamos pero 
frecuentemente se nos hace únicos responsables. Pero todo esto tiene un costo, en salud física, psicológica, 
emocional; en la calidad de las relaciones familiares, etc, etc, que cada vez mas tenemos la necesidad de 
entender y atender. 


Quiero ahora expresar mi gratitud. 


En primer lugar a mi esposa. Sandra me ha soportado con paciencia, sostenido con firmeza y he impulsado 
con determinación para que creciera como persona y como profesional. Ella ha sido y es una compañera con 
mayúscula. 


A mis hijos, a quienes adoro y a los que les robe gran parte del tiempo que hubiésemos podido disfrutar 
juntos ante los requerimientos del trabajo. Representan la alegría y el motivo mas importante de mi 
existencia. 


Agradezco a las Autoridades del Ministerio del interior por la confianza y admiro su capacidad de trabajo y 
de administrar inteligentemente la conjunción de la voluntad política como el aporte que los profesionales 
podíamos hacer. 


Agradezco a quienes me han acompañado en distintos comandos y unidades en la Jefatura de Policía de 
Florida, en la Dirección General de Represión del Trafico de Drogas y en la Dirección de la Policía Nacional. 
Especialmente a aquellos que lo han hecho en la ultima etapa, sobrecargados por no poder haber ejercido el 
cargo de manera normal por llamarle de alguna forma. Me ha secundado un hombre extraordinario como el 
Comisario General(R) Raúl Perdomo cuya inteligencia, criterio, conocimientos, experiencias eran claramente 
superiores a los míos. Igual es el caso del Crio General Julio del Rio un experiente y leal Oficial con 
capacidades extraordinarias en el manejo de situaciones difíciles. 


Reitero mi agradecimiento a las Señoras y Señores Jefes de Policía verdaderos constructores de los cambios y 
de la calidad del trabajo que podemos exhibir. 


Agradezco a los señores Jueces, Fiscales, Secretario General de la Junta Nacional de Drogas y Secretarios 
Nacionales para la Lucha contra el Lavado de Activos y Financiamiento del Terrorismo, con los cuales he 
trabajado. Sin su comprensión, compromiso, enseñanzas y valentía el éxito en numerosas operaciones y 
procedimientos no hubieran sido posibles. 


hPor ultimo quiero alentarlos a apoyar con el mismo respeto y lealtad al nuevo Director el Comisario General 
(R) Mario Layera. Lo conozco bien y lo admiro. Tenemos una larga y profunda relación. Los cambios 
introducidos por el en las operaciones policiales complejas, lo hacen para mi, en el Oficial que ha hecho las 
mayores contribuciones en ese aspecto en los últimos 50 años. Su inteligencia, capacidad de análisis y la 
conducción de operaciones con escenarios cambiantes y por ende complicados han sido reconocidas en el 
ámbito policial, judicial y por contrapartes extranjeras. Su bajo perfil ha hecho que no muchos conozcan 
estas, sus capacidades mas sobresalientes. Los cambios históricos ejecutados en la Jefatura de Policía de 
Montevideo hablan de sus convicciones, de su firmeza, de su visión, en definitiva de su liderazgo. La Policía 
queda en buenas manos. Muchas gracias. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


